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1. DESCENTRALIZACION POLITICA, ACCION EXTERIOR E INTEGRACION
EUROPEA

Del amplio y sugestivo conjunto de reflexiones que la doctrina iusinter-
nacionalista —y iuspublicista, en general— de nuestro pais ha venido reali-
zando durante estos tltimos afios en torno a las cuestiones que plantea el
orden constitucional espafiol en la esfera de las relaciones internacionales,
cabria destacar, a nuestro juicio, el reconocimiento casi generalizado de la
misma en torno del bloque de constitucionalidad, respecto a las exigencias
que la estructuracién territorial del Estado en Comunidades Auténomas
imponen en dicha esfera. v

Ciertamente, tal como ya se ha puesto de maniesto repetidamente por la
doctrina —y por nuestra propia parte en un estudio sobre «Las Comunida-
des Auténomas ante el Orden Internacional», realizado en colaboracién con
el profesor Pérez Gonzdlez en 1981 (1)—, la vigente Constitucién espaiiola,
al atribuir al Estado como una de sus competencias exclusivas las «relacio-
nes internacionales» (art. 149.1.3), parece que veéndria a recortar de entrada
toda posibilidad de participacién de las Comunidades Auténomas en la con-
duccién de la accién exterior; lo que, sin duda, podria afectar gravemente al
necesario equilibrio que, de acuerdo con el art. 2 de la Constitucién, debera
guardarse entre el principio de unidad de la Nacién espafiola y la garantia
del derecho a la autonomia de las nacionalidades y regiones, toda vez que en
un contexto internacional como el actual de fuerte interdependencia, cual-
quier capacidad competencial tiende a conllevar una doble faceta interior
y exterior indivisible, resultando, asi, consustancial al ejercicio de una ge-
nuina potestad autonémica la participacién o concurso de los entes territo-
riales auténomos en la’ definicién y conduccién de la accién exterior del
Estado, cuando ello afecte a las competencias e intereses de aquéllos.

De ahi que si, como decimos, en ¢l marco de cooperacién diversificada
requerido por la sociedad internacional actual, cualquiera de los sectores de
actividad objeto de competencias de las Comunidades Auténomas conllevara
su propia dimensién internacional, la reserva irrestricta por el Estado-poder

(1) M. PEREZ GONZALEZ y ]. PUEYO LosA: «Las Comunidades Auténomas ante el
orden internacional», en Constitucion, Comunidades Auténomas y Derecho Interna-
cional (VI Jornadas de Profesores de Derecho Internacional y Relaciones Internacio-
nales, Santiago de Compostela, 1-4 de junio de 1981), Santiago de Compostela, 1982,
pags. 13-88.
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central de las «relaciones internacionales» podria provocar la planificacién
en exclusiva desde los 6rganos centrales de ciertas politicas que constitucio-
nal y estatutariamente corresponden a las Comunidades Auténomas en
régimen de- exclusividad o concurrencia, produciéndose asi un peligroso
quebrantamiento del juego de distribucion de competencias articulado en
nuestro sistema constitucional.

El tratamiento que se da este tema en la Constitucién y en los Estatutos
de Autonomia se presta, en efecto, a interpretar que al Estado corresponde
la competencia exclusiva de las relaciones internacionales con un sentido
omnicomprensivo, pero entendemos, con Remiro Broténs, que cometerian
un error bésico de enfoque quienes pretenden servirse del art. 149.1.3 de la
Constitucién, que hace de las relaciones internacionales una competencia
exclusiva (de los 6rganos centrales) del Estado, para patrocinar la idea de
que, en términos constitucionales, la estructura compleja del Estado se agota
en lo doméstico: «afirmar que el toque internacional de una competencia
autonémica supone, por obra y gracia del art. 149.1.3 de la Constitucién,
una transferencia inmediata y absoluta de la misma a los 6rganos centrales
del Estado seria tanto como reconocer que los padres de la Ley Fundamental
se negaron a profundizar en las consecuencias de la concepcién autonémica
en el orden internacional, aceptando de hecho la superposicién de dos iméa-
genes estatales: compleja ad intra, unitaria ad extra» (2).

Quienes se niegan a admitir cualquier posible vinculacién de las CC. AA.
a cualquier actividad que se acerque al reino del poder exterior, que se
encuadre en la esfera de las «relaciones internacionales», basandose en la
necesidad de defender la «unidad de la accién exterior del Estado», pierden
de vista la compleja y diversa gama de actividades que es posible subsumir
bajo el concepto de relaciones internacionales.

Y es por ello que, en orden a clarificar esto, un cierto sector de la doc-
trina espafola —en la linea de un planteamiento ya desarrollado por la
doctrina extranjera— se ha encargado de poner de manifiesto la necesidad
de no confundir el niicleo duro —en palabras de Pérez Gonzilez— de las
actuaciones estatales que configuran el poder exterior —y que vendrian bdsi-
camente a centrarse en el ius ad tractatum, la direccién de la politica exte-
- rior, el ius legationis y la responsabilidad internacional— con aquellas otras
actuaciones que, dentro de un concepto lato de las relaciones internaciona-

(2) A. REMIRO BrOTONS: Derecho Internacional Piiblico. 11. Derecho de los Tra-
tados, Madrid, 1987, pdgs. 165-166.
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les, por no tener una vinculacidn esencial con ¢l Derecho Internacional, son
susceptibles de una gestién autondémica (3): Actuaciones estas ultimas que,
articuldndose concretamente en torno a una participacién de las CC. AA.
en el proceso de formacién de la voluntad estatal durante el curso de elabo-
racién de un tratado o una resolucién internacional y a la ejecucién de estos
tratados y resoluciones —cuando en orden a su aplicacién en el orden interno
necesiten de un desarrollo normativo—, constituirian de hecho, como ad-
vierte Jauregui Bericiartu, un asunto interno no distinguible en el marco
interno del Estado de cualquier otro asunto interno, y sujeto, por tanto, a
las normas de distribucién de competencias previstas por el ordenamiento
constitucional (4).

(3) M. PERez GoONzALEzZ: «La accién exterior del Estado y las Autonomias:
Desarrollos en la prictica estatutaria», Cursos de Derecho Internacional de Vitoria-
Gasteiz, 1986, phg. 265.

(4) JAureGur BEReCIARTU, G.. Las Comunidades Auténomas y las Relaciones In-
ternacionales, Onati, 1986, pdgs. 65, 71 y 125. En este mismo sentido ha dicho también
Mangas Martin que con seguridad al Estado corresponde exclusivamente la capacidad
para concluir Tratados y conducir la politica exterior, ademds de la representacién y
la asuncién de la responsabilidad internacional por las obligaciones contraidas, «pero
salpicar con el calificativo de exclusivo otras facetas de la accién exterior no encuentra
apoyo en la Constitucién... {Es que se puede equiparar con el mismo régimen juridico
a esos bien distintos aspectos de las relaciones internacionales, como son, por un lado,
el ius contrahendi, la representacién exterior, la direccién de la politica exterior y
responsabilidad internacional del Estado, y, por otro, considerar sometidos igualmente
a la competencia exclusiva del Estado aspectos internos de la accién. exterior, como
son el proceso interno de la formacién de la voluntad exterior del Estado y la ejecu-
cién de un Tratado mediante normas internas? (Es que se puede gravar a las Comu-
nidades Auténomas en esos dos dmbitos internos con la misma prohibicién absoluta
que respecto a la competencia de concluir Tratados y de representacién exterior?».
Ciertamente, como sigue advirtiendo esta autora, «si aceptamos que el Estado se arroga
la competencia exclusiva en materia de relaciones internacionales, desde un sentido
omnicomprensivo (elaboraci6n, conclusién y ejecucién de Tratados) el Estado podria
despojar a las Comunidades Auténomas, por via de Tratados, dc todas o la mayoria
de sus competencias, produciéndose un resultado no querido por la Constitucién:
tendria lugar una alteracién, mds exactamente una violacién de la Constitucién»
(Derecho comunitario europeo y Derecho espanol, Madrid, 1987, 2 ed., pags. 222, 223
y 231). Este planteamiento sobre las actuaciones que en el ambito de las relaciones
internacionales son susceptibles de una gestién autonémica requiere, con todo, una
doble precisién, tal como expresamente ha venido a advertitlo Pérez Gonzélez: «por
una parte, no todas estas actuaciones constituyen en sentido estricto aspectos internos
de la accién exterior (piénsese, por cjemplo, en la cooperacién transfronteriza o en un
hipotético ius contrahendi auténomo que pudiera advenir por la via del art. 150.2 de
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.A.tenor. de tales consideraciones hay-que admitir, en definitiva, que en el
terreno de la accién exterior del Estado la autonomia vendria a definirse a
través del concurso del ente autonémico en la conduccién de dicha accidén
al .objeto. de asegurar una operacién integrada, sin desfases o disfunciones,
de los distintos niveles de poder estatal en el plano de las relaciones inter-
nacionales (5). . :

En .efecto, frente a cualquier monopollo por el. Estado de las relac1ones
internacionales que. condujese, por una via indirecta como ésta, a una esta-
talizacién o .centralizacién de las competencias de las Comunidades Auté-
nomas, se exige que éstas puedan participar, basicamente, en los procesos
de negociacién de .tratados internacionales y de adopcién de resoluciones de
organizaciones internacionales, asi como ejecutar, en el 4mbito de sus com-
petencias rationae materiae, esos tratados o resoluciones.

La participacién de las CC. AA. en la accién exterior del Estado se nos
presenta, asi, y al decir de Mangas Martin (6), como un derecho propio de
los entes auton6émicos, en tanto dicha posibilidad de participacién se encuen-
tra esencialmente vinculada, resulta inherente, al sistema competencial de
base, y de tal modo que partiendo —seglin advierte por su parte Pérez Gon-
zdlez (7)— de la referencia basica del interés y. de la competencia —exclu-
siva, compartida o concurrente— de los respectivos entes en el plano interno,
a la competencia sustantiva. cuyo ambito material resultara cubierto o inci-
dido, por ejemplo, por un tratado o por la actuacién de un drgano interna-
cional siguiera la correspondiente competencia secundaria (de ejecucién del
tratado o de la resolucién internacional, por ejemplo).

Y desde la generalidad de estas reflexiones, la doctrina ha admmdo
igualmente el valor de las mismas por relacién, concretamente, a la inciden-
cia que el proceso de integracién de Espafia en la Comunidad Europea haya

la Constitucién), y, por otra parte, aquellas que si los constituyen no dejan de poder
incardinarse en algunas de las grandes esperas de actuacién estatal (asf, la ejecucién
de Tratados por las Comunidades Auténomas, en la esfera del ius ad tractatum del
Estado como una de las fases internas del proceso de aplicacién de las normas conven-
c10nales) sin quedar, pues, desconectadas del mundo de las relaciones internacionales»
(op. cit., phgs. 265 y 291-293).

Sobre otros argumentos avanzados en contra de un sentido ommcomprensxvo de
la mencién de las «relaciones internacionales» en el art. 149.1.3, ver MANGAS MARTIN:
op. cit., pags. 232-234, y PEREz GONzZALEZ: op. cit., pag. 266. '

(5) Cfr. M. Pérez GonzALEz y J. Pueyo Losa: op. cit., pig. 83.

(6) A. ManGas MARTIN: op. cit., pag. 234.

(7) M. PErez GONzALEZ: op. cit., pags. 267-268.
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podido tener sobre el régimen de distribucién de competencias entre los dis-
tintos niveles de poder.

Si el fenémeno comunitario no constituye, hasta. el presente un autén-
tico fendmeno de supranacionalidad, y si, por tanto, el proceso de transfe-
rencia de competencias soberanas que, de acuerdo con el art. 93 de la
Constitucién, tiene lugar desde el Estado hacia la Comunidad Europea no
supone una imposibilidad absoluta para aquél de intervenir activamente y
en cuanto tal en los mecanismos comunitarios, el sistema de distribucién
interna de competencias que se produce en un Estado de estructura com-
pleja como e] nuestro entre el poder central y los poderes autonémicos no
deberia verse afectado a la hora de determinar la posicién que el Estado
haya de defender durante el proceso de adopcién de decisiones comuni-
tario (8).

Por efecto del fenémeno de integracién lo que se pierde en el orden
interno de los Estados es libertad de disposicién para dirigir las politicas
que afecten a las competencias soberanas transferidas, pero no siempre ello
supone, como se ha dicho, una correlativa liquidacion de la posibilidad de
participar en la formacién de las decisiones y en la ejecucién de las politicas
europeas (9); de ahi que esta actividad del Estado de planificacién y defensa
de la posicién nacional en asuntos comunitarios haya de realizarse ‘sin afectar
ese equilibrio del reparto territorial de poder articulado por el bloque de
constitucionalidad.

Ademas, la relacién arménica desde la que hay que concebir ese doble
fenémeno de descentralizacién politica, por un lado, y de integracién, por
otro, que se viene produciendo en el medio europeo, conlleva la necesidad
de aceptar —tal como se viene reconociendo desde ciertas instancias eu-
ropeas, como el Consejo de Europa— que la autonomia de los entes territo-
riales intermedios suponga la capacidad no sélo de elegir un poder legisla-

(8) En este sentido ha dicho Mangas Martin que: «precisamente, para compen-
sar a las Comunidades Auténomas de esa pérdida de competencias, y para restablecer
en la mayor medida posible la distribucién constitucional de competencias entre el
Estado y las Comunidades Auténomas, hay que encontrar en la interpretacién de la
Constitucién en su conjunto (y desechando el rigor literal de la reserva estatal en
materia de relaciones internacionales del art. 149.1.3) un cauce que permita incorporar,
por la propia naturaleza autondmica del Estado, a las Comunidades Auténomas en la
actividad exterior del mismo, en la medida en que esa actividad exterior pueda afectar
y alterar las competencias autonémicas» (op. cit., pags. 226-227).

(9) S. MuNoz MacHaDoO: El Estado, el Derecho interno y la Comunidad Europea,
Madrid, 1986, pég. 53.
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tivo y ejecutivo propio, sino también de participar plenamente en los procesos
de decisién estatales e incluso europeos. Y ello tal como del mismo modo
viene incluso auspicidndose desde algunos 6rganos de la Comunidad Eu-
ropea, aun sobre la base de la indiferencia del orden comunitario hacia la
estructura constitucional de los Estados miembros y de su no reconoci-
miento de las regiones como entes institucionales responsables, al propug-
narse la conveniencia de que las regiones participen en la planificacién interna
por el Estado de sus posiciones sobre no sélo la politica regional comunitaria,
sino también sobre otras politicas comunes con una clara incidencia re-
gional (10).

Reflexiones que, en definitiva, nos permiten afirmar que si la colaboracién
entre los distintos niveles de poder se nos presenta como un principio de
capital importancia en un Estado de estructura compleja como el nuestro,
su reconocimiento y ejercicio efectivo alcanzard un particular interés en la
esfera de la accién exterior del Estado, y, cémo no, en el orden de los asun-
tos comunitarios (11).

1I. EL CONCURSO DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS EN LA PLANIFICACION
Y ELABORACION DEL DERECHO COMUNITARIO EUROPEO. MECANISMOS
DE COLABORACION ENTRE LOS PODERES CENTRAL Y AUTONOMICOS

Fundamentado asi el derecho de participacién de las CC. AA. en los
procesos de planificacién por el Estado de sus posiciones sobre los asuntos
comunitarios, hay que destacar que seria deseable que este concurso de los

(10) Ver sobre estas posiciones de algunas instancias europeas PEREZ GONZALEZ
y Puevo Losa: op. cit, pags. 40-41; J. PUEYO LosA: «Aspectos actuales de la coope-
racién transfronteriza y andlisis de las relaciones hispano-portuguesas», Las Relacio-
nes de Vecindad, Universidad del Pais Vasco, 1986, pdgs. 253-255.

(11) En esta linea apunta Jduregui Bereciartu que si el principio de cooperacién
entre los diversos entes constitucionales adquiere un protagonismo cada vez mds
relevante en el funcionamiento de los Estados de estructura compuesta, csto que
aparece tan claro en el dmbito estricto de la politica interna no termina de aceptarse
cuando trata de aplicarse al 4mbito de la actividad exterior del Estado: «Y, sin em-
bargo, si en algiin campo de actuacién resulta absolutamente imprescindible la aplica-
caién del principio de cooperacién y consecuentemente la aplicacién del principio de
participacién de las Comunidades Auténomas, es en el dmbito de las relaciones inter-
nacionales y particularmente en el momento de formacién de la voluntad estatal»
(op. cit., phg. 122).

35



JORGE PUEYQO LOSA

entes autonémicos se expresase, por encima de cualquier concesién mera-
mente esporadica o apoyada en la pura comitas u oportunidad politica por
parte de los 6rganos centrales del Estado, en la institucionalizacién de meca-
nismos de colaboracién entre el poder central y los poderes autonémicos, a
través de 6rganos y técnicas operativas donde se gestasen las lineas de accién
integrada del conjunto estatal en el plano exterior en general y en el plano
_comunitario en concreto.

Si en términos generales el principio de colaboracién entre las distintas
Administraciones territoriales ha de instrumentarse, para ser auténticamente
real y eficaz, a través de mecanismos que pongan en contacto permanente
a la Administracién del Estado con las de las Comunidades Auténomas, de
igual modo el reconocimiento de este principio en la esfera de la accién
exterior no ha de responder a un puro voluntarismo, sino expresarse en la
formulacién de técnicas y procedimientos auténticamente reales y operativos.
Ciertamente, es necesario precisar el alcance y contenido especifico del prin-
cipio de colaboracién, sin perjuicio, como se ha dicho desde una perspectiva
maés amplia, de que se quiera continuar reconociendo la necesidad moral de
una general «voluntad colaboradora» que presida de forma abstracta el
entero sistema autonémico y cuya manifestacién se expresa mas en términos
politicos que juridico-constitucionales (12).

Pero en este punto quisiéramos resaltar, ante todo, que este derecho de
participacién se nos presenta como una competencia, que si bien podria
haber sido recogida expresamente en los distintos Estatutos de Autonomia,
no constituye, en términos generales, una competencia material encuadrable
en el régimen de distribucién de competencias, sino una competencia formal
que sélo afecta al ejercicio, al funcionamiento del propio sistema, lo que
permite que los distintos mecanismos en que puede desembocar el principio
de colaboracién —auxilio, coordina¢ién, cooperacién— puedan ser formali-
zados en cualquier momento por ambas instancias de poder (13).

No compartimos, por tanto, aquellos planteamientos doctrinales que pa-
recen entender que ese derecho de participacién (en la esfera de la accién
exterior del Estado) se configura como una competencia cuya no asuncién
expresa por las CC. AA. en sus respectivos Estatutos de Autonomia habria

(12) E. ALBerTI ROVIRA: «Las relaciones entre el Estado y las Comunidades
Auténomas», en El sistema juridico de las Comunidades Auténomas (Aja y otros),

Madrid, 1985, pdg. 394. .
(13) Sobre estos distintos mecanismos de colaboracién, ver, entre otros trabajos,

E. ALBERTI ROVIRA: op. cit., pags. 394 y sigs.
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tenido el efecto de representar una renuncia a la misma; planteamiento por
el que, en efecto, se vendria a caracterizar este derecho de participacién
como una auténtica competencia material, cuya atribucién, de acuerdo con
el régimen de distribucién de competencias, s6lo podria venir dada por la
Constitucion y los Estatutos de Autonomia (14).

Ante todo, el derecho de informacién que algunas Comunidades Auté-
nomas consiguieron incorporar a sus respectivos Estatutos de Autonomia,
y en tanto que derecho de la autonomia a ser informada en la elaboracién
de los tratados tocantes a materias de interés para aquélla, habrd que enten-
derlo como un derecho que se extiende también a aquellas otras Comuni-
dades 'Auténomas ‘desprovistas de cldusulas estatutarias al efecto (15), en
tanto este derecho de participacién responde a la propia naturaleza de las
cosas, como sefala Pérez Gonzdlez, en el contexto de ese principio construc-
tivo de cooperacién entre los dos niveles de poder (16); esto es, en la me-
dida en que el auxilio o colaboracién en sentido estricto entre las instancias
central y autonémica, expresado en el traslado de informacién como técnica
bésica al servicio del principio general de comuricacién entre ambos niveles
de poder, se nos presenta, tal como ha venido a reconocerlo la doctrina y
el Tribunal Constitucional, como- un deber general «que no es menester
justificar en preceptos concretos«, pues «se encuentra implicito en la propia
esencia de la_ forma de organizacién territorial del Estado que se implanta
en la Constitucién» (17).

" (14) Ha dichb a este respecto Mangas Martin, que «aunque esc derecho a partici-
par en la actividad exterior del Estado... no figure expresamente como competencias
asumibles en los catdlogos de los articulos 148 y 149 de la Constitucién, las Comuni-
dades Auténomas pueden optar (positiva o negativamente) a dicha competencia en
su Estatuto de Autonomia asumiendo o renunciando a todas o algunas de las cldusulas
de solicitud, de consulta o de ejecucién» (op. cit., p. 234).

(15) Como es sabido, sélo los Estatutos de Autonomia del Pais Vasco (art. 20.5),
Catalufia (art. 26.5), Andalucia (art. 23.1), Asturias (art. 34. 3), Murcia (art. 12.2), Ara-
gén (art. 16.k), Canarias (art. 37.1), Navarra (art 68) y Madrid (art. 33.1) incluyen
este derccho de informacién.

(16) M. PErez GONzALEZ: op. cit.. pags. 307-308. En tal sentido sigue diciendo
estc autor que le parcce justo predicar de las distintas Comunidades Aut6énomas, in-
cluidas, pues, las ocho desprovistas de cldusulas estatutarias al efecto (Galicia, Can-
tabria, La Rioja, Valencia, Castilla-La Mancha, Estremadura, Baleares y Castilla-Le6n),
la titularidad de un derecho inherente de participacién, no pudiendo, por ello y en
este sentido, compartir los argumentos limitativos de otro sector doctrinal basados en
presuntas autorrestricciones estatutarias (id.). o _ _

(17) STC 18/1982, de 4 de mayo, F. J. -4. Ademés, como es sabido, este derecho-
deber se encuentra recogido ya en el art. 2 de la Ley del Proceso Autonémico.
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Pero es que, ademds, ese derecho de participacién no tiene por qué ago-
tarse en ese derecho de informacién de las CC. AA., tal como parece venir
entendiéndolo alguna doctrina al hilo de una operacién por la que se busca
alcanzar una interpretacion extensiva del referido derecho y en el sentido
de que la informacién conllevaria la posibilidad para la Comunidad Auté-
noma de emitir su parecer respecto del tratado o resolucién en vias de ela-
boracién (18).

En efecto, no es necesario —en el marco de una operacién a la desespe-
rada— apurar al mdximo el alcance de ese derecho de informacién, como
si las CC. AA. hubiesen visto reducida ya su capacidad participativa a este
nivel exclusivamente, sino que el derecho de participacién podrd alcanzar
hasta un régimen de coordinacién o cooperacién, en tanto se trata de regi-
menes competenciales cuya articulacién podra ser decidida voluntariamente
y en cualquier momento por ambas instancias de poder, toda vez que, segln
veiamos, constituyen regimenes que no afectaran a la titularidad de las com-
petencias, y, por tanto, al sistema de distribucién de poderes sobre el que
no gozan de disponibilidad las instancias central y autondémica, sino sélo
al . modo de su ejercicio, de su funcionamiento (19).

(18) En este sentido, por ejemplo, Remiro Brot6ns ha defendido la idea de que
la formulacién expresa que se contiene en el art. 37.1 del Estatuto canario —relativa
al hecho de que una vez recibida la informacién «el Organo de Gobierno de la Co-
munidad Auténoma emitir4, en su caso, su parecer»— «cabe entenderla implicita en
los demds Estatutos que prevén cl derecho a recibir informacién» (La accién exterior
del Estado, Madrid, 1984, p4g. 246). Habiendo advertido, por su parte, Mangas Martin
que no hay obstdculos juridicos para que ese derecho de informacién alcance hasta
un resultado de audiencia: «antes de ser oidas las Comunidades Auténomas, tienen
que recibir informacién, y si las Comunidades Auténomas deberdn ser informadas, y
recoben esa informaci6n sobre el Tratado que el Gobierno proyecta celebrar, la con-
secuencia natural es que si consideran que deben manifestar su parecer, lo haran oir
y nada les impide trasladar al Gobierno su opinién oficial» (op. cit., pag. 243).

(19) A este respecto seiiala, por ejemplo, Alberti Rovira que del 4mbito ordinario
en el que despliega sus efectos el principio de colaboracién tienen que ser excluidas
las relaciones competenciales, en tanto dicho principio afecta principal, directa y
especificamente el ejercicio de las competencias de las instancias central y autonémica,
exigiendo que en tal actuacién éstas mantengan unas relaciones determinadas, que,
en general, pueden designarse como «relaciones de colaboracién»; pudiendo por ello
constituir la coordinacién y la cooperacién un régimen competencial no sélo obliga-
torio, cuando estd previsto en la Constitucién o en el bloque de constitucionalidad,
sino también facultativo cuando ello no ocurre, en cuyo caso la cuestién reside en la
posibilidad, en el sentido de legitimidad- constitucional, de que las partes actien sus
competencias en tal modo, o, lo que es lo mismo. en el derecho de las partes a

38



SOBRE EL PRINCIPIO Y LOS MECANISMOS DE COLABORACION...

" Bien es cierto que, como se ha destacado desde la doctrina, no existe
—como ocurre en el supuesto del auxilio— un deber general de coordinacién
y de cooperacién, sino, en todo caso, un derecho o capacidad —que seré
preciso examinar en sus términos concretos— a ejercer los poderes bajo tal
régimen, cuando no venga explicitamente exigido por la Constitucién (20).
Y en este punto hay que recordar que si ese derecho de participacidn de
las CC. AA. se fundamenta en la necesidad de no afectar el régimen de dis-
tribucién de competencias, la consecucién de un resultado como éste sélo
serd posible —por encima de cualesquiera cotas de estricta informacién—
a través de un régimen de coordinacién o cooperacién entre ambas instan-
cias de poder, en tanto que regimenes plenamente expresivos de un ejercicio
coparticipado de las competencias.

Y desde estas consideraciones habria que avanzar, ademds, que esta
participacién de las CC. AA. concebida como un auténtico derecho para las
mismas, por las razones ya avanzadas, deberia articularse —de entre los
distintos mecanismos en que podréd expresarse el principio de colaboracién—
en torno, concretamente, a-una técnica de cooperacién, en tanto que tinica
via por la que se permitiria alcanzar de manera auténticamente real y efec-
tiva los objetivos que se persiguen.

La coordinacién y la cooperacién no constituyen, como ha dicho Pérez
Tremps (21), férmulas neutras u objetivas, sino que, por el contrario, la
opcién por una u otra influird de forma importantisima en la realidad de dis-
tribucién de poder entre el Estado y las instancias territoriales, pudiendo,
a través de determinadas opciones, incrementarse las atnbucnones de los
poderes centrales en detrimento de las CC. AA.

De ahi nuestra opcién por una técnica concreta como la que representa
la cooperacién. Y ello toda vez que la articulacién de esa colaboracién en
torno a un procedimiento de coordinacién supondria fundamentalmente optar
por una via como la que técnicamente representa la participacién consultiva
de una instancia en procesos de decisién ajenos, y mediante, pues, concreta-
mente aqui, la concesién de un mero derecho de las CC. AA. o ser oidas en
un proceso de elaboracién de decisiones que en dGltima instancia correspon-
deria exclusivamente al poder central, lo que, sin duda, vendria a limitar la

cstablecer un régimen de coordinacién alli donde la Constitucién prevé el ejercicio
independiente de sus poderes (op. cit., pags. 395-397).

(20) E. ALBERTI ROVIRA: op. cit., pag. 397.

(2t) P. PErez Tremps: Comunidades Auténomas Estado y Comumdad Europea
Madrid, 1987, pégs. 219-220.
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auténtica capacidad de intervencién que los entes autonémicos han de poder
desarrollar de acuerdo con sus capacidades competenciales; procedimiento
que, bien es cierto, parece representar para un sector doctrinal destacado el
cauce més idéneo para hacer efectivas las aspirationes participativas de-las
CC. AA,, esto es, al sostener concretamente la conveniencia de que las Comu-
nidades Auténomas puedan expresar su parecer respecto del tratado o reso-
lucién en vias de elaboracién. o

Ademis, el recurso, también posible bajo esta misma modalidad de coor-
dinacién, a la creacién de drganos mixtos, como las conferencias sectoriales
del art. 4.1 de la Ley del Proceso Autonémico, tampoco serviria, en principio
y a nuestro juicio, para articular adecuadamente en la fase ascendente las
relaciones de colaboracién en los asuntos comunitarios, toda vez que, tra-
tandose, como dice Alberti Robira, de plataformas de encuentro entre las
CC. AA. y el Estado a las que se asigna una funcién deliberante y consultiva
en materias de comin interés —y sin que su existencia y actuacién puedan
menoscabar en absoluto el completo ejercicio-de sus respectivas competeri-
cias—, sus acuerdos y resoluciones no podrdn ser en ningin caso vinculan-
tes para las partes (22); 1o que, en tltima instancia, y atendiendo al fené-
meno de transferencia de competencias soberanas que ha tenido lugar ‘hacia
la Comunidad Europea, vendria a colocar en una situacién de desventaja
a las CC. AA,, en tanto el poder central serd el que, sin embargo, seguira
conservando una capacidad de intervencién activa en el proceso de cons-
truccién comunitario. )

Frente a una técnica como ésta, por la que, en definitiva, como decimos,
la planificacién final de la posicién estatal se deja tinica y exclusivamente
en manos del poder central, entendemos que para asegurar el respeto escru-
puloso del- juego de distribucién de competencias se exige que la participa-
cién de las CC. AA. tenga lugar desde la perspectiva de una auténtica coope-
racién con el poder central en la planificacién de las posiciones que el Estado
haya de defender ante las instancias comunitarias; lo que entrafia un ejercicio
mancomunado, un coejercicio de las competencias que corresponden al
Estado-poder central 'y a las CC. AA,, y de tal manera que ambas instancias

(22) ALBERTI ROVIRA: op. cit, pdgs. 403-404. No hay que olvidar, como sigue
advirtiendo este autor, que estos 6rganos de coordinacién podrian asumir funciones
de cooperacién que sobrepasasen el puro dmbito de la deliberacién y la coordinacién,
aceptando una actuacién conjunta de las diversas competencias que pertenecen a las
partes (id.), lo que nos acercaria ya a una técnica de cooperacién como la que defen-
demos mis adelante. .
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intervengan en un tnico proceso de decisién (23). Sistema de planificacién
interna de la voluntad estatal que en ningdn caso deberia dar lugar a entor-
pecer el regular proceso de construccidn comunitario, y, en definitiva, a un
posible incumplimiento de las obligaciones que el Estado ha asumido desde
su adhesién a-la Comunidad Europea, lo que s6lo serd posible si entre ambas
partes existe una lealtad mutua: del Estado hacia las CC. AA., para respetar
las competencias de éstas, y, a su vez, de las CC. AA. hacia el Gobierno
central, para que en el uso de sus competencias éstas no pongan en peligro
el cumplimiento de las obligaciones que el Estado tiene ante la Comunidad
Europea. '

‘Ademis, en orden a que esta cooperacién entre ambas instancias de
poder resulte auténticamente operativa, se exige que entre las propias
CC. AA. tenga lugar también 'una estrecha colaboracién. Ciertamente, si la
colaboracién Estado-Comunidades Auténomas, a efectos de la formacién,
en el plano interno, de las politicas a sostener ante los Grganos comunitarios,
no puede convertirse, como sefiala Mufioz Machado, en una relacién vis a vis
del Estado con alguna o algunas Comunidades Auténomas en particular,
sino que requiere un entendimiento con el conjunto de todas ellas, éstas ne-
cesariamente, en orden a alcanzar un didlogo eficaz con el poder central,
habrin de presentar una posicién comin, lo que sélo serd posible a través
de un 6rgano de coordinacién de todas las CC. AA. (24).

(23) De acuerdo con ¢l plantcamiento general realizado ya més atrds respecto al
principio de colaboracién, la cooperacién cuando no estd prevista con caracter obliga-
torio por la propia Constitucién o los Estatutos, podra tener un carécter voluntario
o facultativo, esto es, podréd ser establecida por acuerdo de las partes, produciéndose
aqui no una atribucién cooperativa_de poderes —que sélo puede realizar la Constitu-
cién y los Estatutos—, sino sélo un ejercicio cooperativo de las competencias que co-
rresponden a las diversas instancias por un titulo propio de atribucién; lo que deter-
mina, como sefiala Alberti, la posibilidad de defender la legitimidad constitucional de
la cooperacién voluntaria, toda vez que si las instancias central y autonémica no go-
zan de disponibilidad sobre el sistema de distribucién de poderes —que se sitia en un
plano normativo superior (de carélcter materialmente  constituyente)—, si disponen,
en cambio, de discrecionalidad en el modo de ejercicio de sus respectivas competen-
cias: «la cooperacién voluntaria no puede afectar, pues, a la titularidad de las compe-
tencias, sino s6lo al modo de’ su ejercicio» (op. cit., pag. 412).

Bien es cierto que, como sigue advirtiendo Alberti, la cooperacién se puede con-
figurar como un- auténtico régimen competencial sustantivo, cuando las relaciones de
cooperacién tienen un caréicter obligatorio o forzoso, esto es, cuando todas las técnicas
de- ordenacién competencial se hallan -previstas o al menos amparadas en el bloque
normativo que disefia la distribucion 'de poderes (op. cit., pag. 411).

(24) MuRoz MACHADO: op. cit., pags. 87 y 90. A este respecto recuerda también
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Y para que las Comunidades Auténomas puedan adoptar sus posiciones
unitarias se requiere que éstas no s6lo reciban la informacién oportuna
sobre la actividad desarrollada por los distintos érganos comunitarios —y no
tan s6lo, como veremos, sobre los proyectos que el Consejo de Ministros vaya
a adoptar—, sino también que se produzca una divisién y organizacién
racional del trabajo entre las propias Comunidades Auténomas, lo que exige
que la creacién de dichos organismos interautonémicos se acompafie de pre-
visiones de tipo procedimental al efecto (25).

Pero junto a esta fase de orden estrictamente interno, durante la cual
las Comunidades Auténomas participardn en la formacién de la voluntad
del Estado, trasciende también la necesidad de que los entes autonémicos
intervengan activamente, y a través de una adecuada representacién en el
seno de las delegaciones negociadoras estatales, en el complejo proceso de
adopcién de decisiones comunitario. Pues si, como veremos, la posicién
nacional ha de fijarse de acuerdo con un cierto margen de flexibilidad para
que los representantes estatales puedan, en su momento, ajustarla al desarro-
llo de los debates y las negociaciones celebradas en el marco de las instan-
cias comunitarias, parece oportuno que las Comunidades Auténomas puedan
participar también directamente en la determinacién de estos perfiles o mati-
ces que deba sufrir la posicién estatal en orden a procurar una adecuada
defensa de los intereses regionales; participacién directa que serviria también
para facilitar esa pronta informacién que sobre los asuntos comunitarios
deben tener los entes autonémicos. '

11I. LA FORMACION DE LA VOLUNTAD DEL ESTADO A LA LUZ DEL PROYECTO
DE CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA NACION Y LAS COMUNIDADES
AUTONOMAS SOBRE COOPERACION EN LOS ASUNTOS RELACIONADOS
CON LAS COMUNIDADES EUROPEAS

La conveniencia de articular en torno al principio de colaboracién entre
los distintos niveles de poder la planificacién de las posiciones que el Estado

este autor que mientras, por ejemplo, la creacién de Conferencias sectoriales que se
integran de Ministros y Consejeros de Comunidades Auténomas sc prevé en leyes
como la Ley del Proceso Autonémico de 14 de octubre de 1983, no se ha instaurado
hasta hoy una Conferencia de Presidentes ni tampoco Conferencias de menor nivel que
agrupen exclusivamente a rcpresentantes autonémicos (pdg. 87, nota 79).

(25) Cfr. MuRoz MACHADO: op. cit., pags. 87-88.
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haya de defender durante el proceso de adopcién de decisiones comunitario
parece haber sido objeto de un progresivo reconocimiento por las instancias
centrales del Estado. Reconocimiento que se habrd expresado hasta el mo-
mento en la elaboracién y presentacién por el Gobierno central, a finales
de 1985, de un Proyecto de Convenio entre el Gobierno de la Nacién y las
Comunidades Auténomas sobre cooperacién en los asuntos relacionados con
las Comunidades Europeas, y un posterior Nuevo texto de Proyecto de Con-
venio entre el Gobierno de la Nacién y las Comunidades Auténomas sobre
cooperacién en los asuntos relacionados con las Comunidades Europeas
(abril 1986) —elaborado sobre la base de las observaciones remitidas por las
Comunidades Auténomas al primer texto— (26).

En el Proyecto de Convenio —centrandonos ya en el ultimo texto de
1986 (27)— se parte, en efecto, de una decidida voluntad del Gobierno de la
Nacién de facilitar «la participacién de las Comunidades Auténomas en el
proceso de formacién de la voluntad de Espafia como Estado miembro de
las Comunidades Europeas» (cldusula 11.4), y para desde aqui abrir a tal fin
los cauces institucionales de didlogo, concertacién y cooperacién entre el
poder central y los poderes autonémicos.

(26) El texto de ambos Proyectos, asi como la contrapropuesta catalana al Pro-
yecto de 1985, puede consultarse en M. PEREz GONzALEz: «La accién exterior del
Estado y las Autonomias: desarrollos en la practica estatutaria», cit., pags. 354-362
(anexo). Cabe recordar que también en este mismo tiempo la Agrupacién de Izquierda
Unida-Esquerra Catalana habia presentado en la Comisién de Régimen de las Adminis-
traciones Publicas del Congreso una proposicion no de ley «relativa a procesos y
decisiones que afectan a la estructura del Estado de las Autonomias por ¢l ingreso de
Espafia en la CEE», que seria rechaza por la propia Comisién al argiiirse, entre otras
consideraciones, por distintos Grupos, como el Socialista, que se trataba de una inicia-
tiva politica que ya habia sido asumida por el Gobierno de la Nacién (ver Boletin
Oficial de las Cortes Generales, nim. 14, Serie D, 3 de noviembre de 1986 —ntime-
ro de expediente 160/00032— y Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados,
Comisién de Régimen de las Administraciones Publicas, afio 1986, nim. 54 —sesién
informativa de 16 de diciembre de 1986—, pags. 2187-2200).

(27) Para un andlisis doctrinal sobre este Proyecto de Convenio, ver: PEREZ
GONZALEZ: op. cit., pdgs. 336-340; A. MaNcas MARTIN: op. cit., pégs. 260-262; F. AL-
DECOA LuzAAARAGAS «Las Regiones y la Comunidad Europea: aspectos politicos», en
Las Regiones y Furopa: Euskadi, Univcrsidad del Pais Vasco, 1987, pags. 54 y sigs.;
algunas referencias al mismo aparecen también en la obra de P. PErez Tremps: Co-
munidades Auténomas, Estado y Comunidad Europea, cit., pags. 217 y sigs. Ver tam-
bién el nim. 14 (otofio 1986) dc la Revista Movimiento Europeo, dedicado al tema
«Comunidades Auténomas/Comunidades Europeas», en cl que algunos trabajos inci-
den sobre el Proyecto de Convenio.
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Ciertamente, habiéndose reconocido desde el poder central la relacién
arménica desde la que hay que concebir esas dos tendencias de supranacio-
nalizacién y de descentralizacidén politica que han afectado desde los ltimos
tiempos a nuestro pais, a través de este Proyecto de Convenio de coopera-
cién se busca desde el respeto escrupuloso del sistema de distribucién de
competencias establecido en la-Constitucién y en los Estatutos establecer
los mecanismos de colaboracién nécesarios para promover una ejecucién
interna del Derecho comunitario coherente y arménica e incorporar a las
Comunidades Auténomas al proceso de formacién de la voluntad estatal ante
las Comunidades Europeas (28). '

Ahora bien, pese a esta inicial voluntad politica, el Proyecto de Convenio
no sélo parece haber caido en un «estado de letargo» que, a nuestro juicio,
resulta preocupante, sino que, ademds, los principios programaticos dé los
que se parte no parecen encontrar en el propio texto todos los desarrollos
que seria de desear en orden a su adecuada y eficaz puesta en practica; y ello
como consecuencia de las ambigiiedades y limitaciones que se observan en
algunos puntos del mismo (29). .

(28) Ver en este sentido las declaraciones realizadas por ¢l sefior Almuna Amman,
Ministro para las Administraciones publicas, respecto a ambos Proyectos de Convenio
durante las sesiones informativas de la Comisién de Régimen de las Administraciones
Piblicas y de la Comisién Mixta para las Comunidades Europeas celebradas los dias
14 de octubre de 1986 y 3 de febrero de 1987, respectivamente (Diario de Sesiones del
Congreso de los Diputados, Comisién de Régimen de las Administraciones Publicas,
afo 1986, nim. 17 —sesién informativa de 14 de octubre de 1986—, pag. 533, y Diario
de Sesiones del Congreso de los Diputados, Comisién Mixta para las Comunidades
Europeas, afio 1987, niim. 58 —sesién informativa de 3 de febrero de 1987—, pégi-
nas 2278 y sigs.).

(29) Consideracién esta tltima que no obsta para reconocer también que en otros
4mbitos el Proyecto de Convenio espafiol sobrepasa felizmente el modelo alemén en
¢l que se inspira. Se ha dicho que, a la hora de determinar las formas posibles de
articular ese derecho de participacién de las CC. AA., no puede idearse para el caso
espafiol mucho més de lo que ofrece al respecto la practica en otros paises miembros
de la Comunidad, y particularmente en Alemania Federal (MuNoz MacHADO: op. cit.,
pag. 87). Estimamos por nuestra parte que si bien es cierto que el modelo espafiol no
deberia desaprovechar la experiencia que a este respecto existe ya en otros Estados de
estructura compleja, no lo es menos el hecho de que esta prictica extranjera no estd
cerrada, sino que, por cl contrario, el proceso de articulacién de las relaciones entre
las instancias centrales y las estructuras intermedias en el orden de la accién exterior
constituye un proceso abierto y sujeto, por tanto, a permanentes proyectos de refor-
mulacién y perfeccionamiento de los mecanismos de colaboracién. Por donde el
modelo y la experiencia comparada han de servirnos sin dogmatismos a la hora de
proyectar nuestros propios mecanismos.
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Es por ello-que, aunque desconocemos las razones que hayan «aconse-
- jado». poner freno al Proyecto de Convenio (30), parece conveniente insistir
—transcurridos casi ya tres anos desde los primeros pasos en este tema—
en la imperiosa necesidad de arbitrar, a través de la via convencional o de la
técnica legislativa, procedimientos de colaboracién permanente entre el Go-
bierno de la Nacién y las Comunidades Auténomas para asuntos relaciona-
dos con las Comunidades Europeas, si realmente existe una voluntad politica
de respetar el equilibrio de reparto territorial de poder y si se equiere evitar
una escalada en las situaciones de tensién entre las instancias central y auto-
némicas. '

Cauces de colaboracién que nos proponemos analizar seguidamente
—aunque por relacién sélo a la fase ascendente—, de acuerdo con las lineas
béasicas de actuacién referidas ya mas atras, y a la luz de los propios meca-
nismos articulados en el referido Proyecto de Convenio.

Y en el Proyecto de Convenio destaca, ante todo, el hecho de que —si
en orden a una efectiva y eficaz participacién de las Comunidades Auténo-
mas en la formacién de la voluntad del Estado se requiere, como acabamos
de apuntar, la creacién de cauces de colaboracién permanente entre ambos
niveles de poder— se prevea, con el fin de llevar a la practica dicho prin-
cipio participativo, la constitucién de un organismo de coordinacién para
asuntos relacionados con las Comunidades Europeas.

Pero de las propias previsiones contenidas en dicho Proyecto de Conve-
nio no es posible, en primer lugar, extraer con precisién la naturaleza y al-
cance que se buscaria dar a dicho organismo, y ello en el sentido de poder
determinar si se trataria exclusivamente de un organismo de coordinacién
de las Comunidades Auténomas (organismo interautonémico), o de un orge-
nismo de coordinacién de las Comunidades Auténomas con el Estado-poder
central, o, incluso, de un organismo con una doble naturaleza: de coordina-
cién entre las Comunidades Auténomas y de éstas con el Estado-poder
central.

(30) E! Ministro para las Administraciones Piblicas, sefior Almunia, ya en sus de-
claraciones durante la sesién informativa de la Comisién Mixta para las Comunidades
Europeas de 3 de febrero de 1987 anunciaria que se estaba preparando una nueva
versién del Convenio, en la que se recogia «la experiencia de doce meses de participa-
ci6n activa de unos y de otros en la vida de las Comunidades Europeas»; comprome-
tiéndose el sefior Ministro a dirigir a la Presidencia de esta Comisién Mixta la nueva
versién del Convenio una vez que hubicse sido aprobada definitivamente por el Go-
bierno y simultineamentc a su remisién a las Comunidades Auténomas (loc. cit., pa-
ginas 2279-2281).
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Asi, y desde incluso ya una perspectiva estrictamente terminolégica, las
distintas expresiones que se emplean a lo largo del texto para identificar
dicho organismo derivan en una profunda ambigiiedad. Mientras en unas
cldusulas del Proyecto se nos habla de un «organismo de coordinacién con
¢l Estado», 0 mas expresamente de un «organismo de coordinacién de las
Comunidades Auténomas con el Estado» (cldusula 5, pfs. 1 y 3) —lo que,
sin duda, constituiria la expresién de un auténtico cauce de didlogo institu-
cionalizado entre ambos niveles de poder—, en otras se recurre a expresio-
nes como «organismo de coordinacion de las Comunidades Autdnomas»,
«organismo de coordinacion de las Comunidades Auténomas para asuntos re-
lacionados con las Comunidades Europeas» u «organismo coordinador de las
Comunidades Auténomas» (clausula 6, pfo. 1, 7, pfs. 1 y 3); expresiones
estas dltimas a través de las que, por el contrario, se buscaria constituir un
organismo que sirva exclusivamente como foro de encuentro de las Comu-
nidades Auténomas en orden a alcanzar posiciones unitarias en los asuntos
relativos a las Comunidades Europeas.

Ahora bien, aun sobre la base de esta confusién e indeterminacién ter-
minolégica, de las funciones que expresamente se atribuyen a dicho orga-
nismo de coordinacién cabe deducir que éste tendria un caricter o natu-
raleza, basicamente, interautonémica, en tanto se presentaria como el «foro
de didlogo» a través del cual se permitiria «la aproximacién de criterios y
la formulacién de posturas unitarias de las Comunidades Auténomas en
materias relativas a las Comunidades Europeas...» (cldusula 6, c), sirviendo,
ademds, como cauce para articular las relaciones de colaboracién entre el
poder central y las CC. AA., y concretamente, segin se dispone en la clau-
sula 6, a), del Proyecto de Convenio, «para asegurar la comunicacién entre
las Comunidades Auténomas y los ministerios y organismos de la Adminis-
tracién del Estado competentes en materias relacionadas con las Comuni-
dades Europeas...».

1) La coordinacién entre las Comunidades Auténomas

Ante todo, se prevé, pues, en el Proyecto de Convenio la creacién de un
foro de encuentro de las CC. AA. en orden a alcanzar entre las mismas
posiciones comunes o unitarias en materias relacionadas con las Comuni-
dades Europeas; y, tal como ya hemos destacado mds atrds, la creacién de
un tal organismo interautonémico se nos revela como un primer objetivo

46



SOBRE EL PRINCIPIO Y LOS MECANISMOS DE COLABORACION...

de gran interés, en tanto el didlogo institucionalizado entre las autonomias
y el Centro exige contar, segin se ha dicho, «con la previa depuracién de
una posicién unitaria de aquéllas en el seno de un organismo interautond-
mico creado al efecto» (31).

La autocoordinacién, o coordinacién horizontal, es imprescindible, en
palabras de Soriano Garcia, para que las Comunidades Auténomas tengan
alguna posibilidad de influir realmente en la politica estatal sobre temas
comunitarios: «no se trata de que, en algin punto concreto, dos Comunida-
des Auténomas pretendan poner en comun la realizacién de algin proyecto,
sino de generalizar el fenémeno, poniendo a contribucién las distintas Comu-
nidades Auténomas los procedimientos necesarios para la adopcién de
acuerdos comunes en todos aquellos aspectos de sus intereses y competen-
cias que sean afectados por el ingreso de Espaia en la Comunidad Econé-
mica Europea» (32).

Y, ante todo, hay que destacar que este organismo interautonémico habra
de caracterizarse en cuanto a su composicidn por una presencia en pie de
igualdad de todas las Comunidades Auténomas —en la linea de lo previsto
en el propio Proyecto de Convenio (33)—, debiendo rechazarse cualquier
intento de conceder un papel més'destacado a algunas Comunidades, tal como
se propugnaria en la contrapropuesta de Proyecto presentada por Cataluiia
al preveerse en su art. 4 la creacién de una Delegacién de las Comunidades
Auténomas para asuntos europeos integrada por seis miembros, y de la que
en todo caso formaran parte representantes de las Comunidades histéricas de
Cataluiia, Pais Vasco y Galicia (34), lo que, sin duda, representa una pro-

(31) PErez GONzALEZ: op. cit., pag. 334.

(32) ]. E. SoriaNo Garcia: «Comunidades auténomas y comunidades europeas:
una propuesta», Circulo de Empresarios, Boletin nim. 32 (cuarto trimestre, 1985),
péags. 54-55. Sigue advirtiendo este autor que sin esta autocoordinacién o coordinacién
horizontal ocurrird que «el tejido autonémico serd facilmente rasgado por el Estado
en cuantas ocasiones desee; se ofrecerd asi un débil flanco, ya que, negociando una
a una con el Estado, y sin la informacién necesaria sobre los problemas de otras
Autonomias, éstas tienen mucho que perder y nada que ganar» (pag. 55).

(33) Ver cldusula 5, pdarrafo 2, en la que se dispone que «dicho organismo de
coordinacién tendri su sede en la capital del Estado y en él se integraran todas las
Comunidades Auténomas en pie de igualdad».

(34) Loc. cit., pag. 358. De acuerdo, en efecto, con el art. 4 de la contrapropuesta
catalana, la Delegacién de las Comunidades Auténomas para asuntos europeos estaria
integrada por seis miembros (el Delegado de las Comunidades Auténomas para los
asuntos europeos, el Delegado Adjunto, el Secretario General de la Delegacién y tres
vocales), debiendo llegarse a un acuerdo particular entre las CC. AA. para el nombra-
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puesta poco solidaria y respetuosa, al decir de Pérez- Gonzélez, con el prin-
cipio de la igualdad de condicién de las autonomias (35).

En cuanto al régimen interior de funcionamiento de este organismo de
coordinacién —que habra de ser determinado por acuerdo entre las Comu-
nidades Auténomas (36)—, cabria destacar, ante todo, que el procedimiento
de adopcion de decisiones en su seno deberia regirse por el principio de
consenso, toda vez que, como se ha dicho, «es necesario apurar al mdximo
la responsabilidad y el sentido politico, ya que introducir rigideces, como
serian el voto y el veto, significa llanamente dejar sin operatividad alguna
a un 6rgano como el propuesto» (37).

.

miento de esta Delegacién, de tal manera que se asegure que la misma represente la
pluralidad de las distintas corrientes politicas y que en todo caso formen parte de la
misma representantes de las tres Comunidades histéricas; lo que vendria a suponer,
en definitiva, que los tres puestos restantes habrian de repartirse entre las catorce
CC. AA. restantes. ' )

(35) Op. cit., pdg. 337. Ver en este mismo sentido MANGAS MARTIN: op. cit., pagi-
na 261. Advierte también a este respecto Soriano Garcia que «conociendo cémo fun-
cionan nuestras Comunidades Auténomas, al menos en una primera fase, tiene quc
admitirse que todas y cada una de las distintas Comunidades Auténomas tengan igual
representacién y voto, ya que si se pretende atender a la realidad econémica y politica,
y, por tanto, se intenta dar voto cualificado a las mayores Comunidades Auténomas,
se creard automdticamente una enorme resistencia por las menores y por las més
artificiales, lo que acarrearia el inmediato fracaso del 6rgano constituido». Otra cosa
serd, como sigue advirtiendo este autor, que «en la dindmica que experimentard un
organismo como el propuesto, la natural diferencia que existe entre las distintas Comu-
nidades Auténomas acabe haciendo su aparicién y se formule un reglamento interno
que reconozca el hecho diferencial de unas Comunidades respecto de otras. Pero, hay
que insistir, ello serd consecuencia del movimiento natural y espontdneo de dicha
Conferencia, lejos de cualquier imposicién por parte de ninguna Comunidad Auténoma
cualificada (op. cit., pig. 57). '

(36) En este sentido se pronuncia el Proyecto de Convenio en la cldusula 5, pa-
rrafo 3; siendo también la denominacién y presidencia de este organismo cuestiones
a decidir de comin acuerdo entre las Comunidades Auténomas. En cuanto a la presi-
dencia de esta Conferencia Permanente de las Comunidades Auténomas, entendemos,
con Soriano Garcia, que es razonable que sea «por turnos rotatorios, como ocurre en
Alemania, a fin de evitar suspicacias de unas Comunidades frente a otras» (op. cit.,
pag. 57). )

(37) SoriaNo GARCia: op. cit., pag. 57. Sigue advirtiendo que «puede, sin- em-
bargo, matizarse eventualmente este proceso de formacién de voluntad respecto a
temas capitales para una o algunas Comunidades Auténomas, admitiendo en casos
concretos y excepcionales que sea el mecanismo del voto —o el derecho de veto—
la férmula adecuada para llegar a una conclusién unitaria» (id.j.
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caAdemds, y-en orden a procurar que esta Conferencia Permanente-de ‘las
Comunidades Auténomas pueda.cumplir. efectiva y .€ficazmente sus .funcio-
nes se exige que no s6lo pueda disponer de la informacién necesaria sobre
todas: aquellas propuestas .y. :posiciones .de. los distintos..6rganos comunita-
rios. que puedan ‘afectar sus competencias e intereses, sino también que la
actividad de.dicho organismo se produzca de.acuerdo con ‘una d1v1s16n y
orgamzac:én racional del. trabajo. - . Coe T

..Asi y'sobre la:base de .ese.deber- general que en’ materia.de’ mformacxén
corresponde al poder central (38), se dispone. expresamente en.la clausula. 4
del - Proyecto .de :Convenio que «el Gobierno. proporcionard a:las Comuni-
dades Europeas que sea susceptible de afectar a'sus competencias», presen-
tandose; ademds, el organismo:de coordinacién.de las CC. AA. como el canal
que mejor :asegurard que .ese flujo de informacién hacia’las autonomias sea
recibido en tiempo -itil, .es. decir, de tal manera que las CC. AA. sean capa-
ces-de-cumplir sus funciones en este dmbito.con. plena .eficacia y adoptar,
por. tanto, sus -decisiones. unitarias de. acuerdo con el ritmo que marca la
propia vida comunitaria (39); y.aun a este respecto habria ‘que sefialar, una
wvez .més;.que las CC. AA. deberin recibirinformacién relativa: no’sélo.a.los
proyectos normativos que haya de adoptar el Consejo de Ministros, sino
también a 'a.qu'ellps otros p‘royectos atin no formalizados de la Comisién y, en

. -(38) Ver supra apartado I o K. S
(39) Hay que destacar que ]unto a-esta prevnslén por la cual eI Goblemo propor—
monaré a las CC. -AA. la documentaciéne. informacién relativa- a:'las Comunidades
.Europeas‘que sea susceptible de afectar a'sus competencias;’ se recoge ‘en el Proyecto
‘de -Convenio entre. las funciones que corresponden al: Organismo de :coordinacién.de
las Comunidades "Auténomas la de «recabar:dela- Administracién del Estado-la :docu-
mentacién e informacién relativa a asuntos comunitarios -que . afectea las_competen-
cias de.las. Comunidades- Auténomas» (cldusula 11.6.b). No consideramos oportuna la
-introduccién de .esta dltima cldusula, toda vez.que a través de la misma se podria
llegar a salvar. y justificar. una posible .calificacién restrictiva que ‘el..Gobierno podria
hacer de la documentacién e informacién que-sea susceptible de afectar a las_compe-
tencias:de:las CC. AA., al cargar también a éstas con una responsabilidad del instiga-
‘miento hacia' la-Administracién central que dificilmente podrdn ejercer, al menos en
tiempo 1til: No se trata de que. sean las.CC.-AA. las que en:ultima instancia insten-a la
Administracién central que les facilite la documentacién e informacién oportuna; sino
‘que; por el contrario, ha de ser el Gobierno el que:de motu propio proporcione toda
la-documentacién e informacién-necesaria. ‘La inclusién de una cldusula como aquélla
- podria tener-inter6s siempre y cuando'se reafirmase, una vez més, la obligacién. y res-
ponsabilidad del -Gobierno central en estd materia. Sobre la importante funcién- quea
este respecto ha de cumplir el Observador de las CC. AA., ver infra, apartado IV, 2:A.
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general, a cualesquiera otros proyectos y documentos de las instituciones
comunitarias que puedan afectar tanto a sus competencias como a sus inte-
reses (40). '

No basta, ademds, como recuerda Muifioz Machado (41), con la existen-
cia de una Conferencia de este tipo para que la cooperacién de las Comuni-
dades Auténomas entre si y con el Estado sea eficiente, sino que se exige que
ésta funcione, como ya adelantamos, de acuerdo con ,una organizacién-y
divisién racional del trabajo; pudiendo resultar a este respecto qtil el siste-
ma de divisién del trabajo por materias en torno al que se articula en la
Repiblica Federal de Alemania la actividad de la Conferencia de Presiden-
tes o Ministros de los Lander (42).

No hay que olvidar, finalmente, que cada Comunidad Auténoma, en
orden a que pueda intervenir eficazmente en los asuntos comunitarios, debera
contar también en su respectivo dmbito interno con 6rganes capaces de
atender y articular debidamente las cuestiones comunitarias que les afec-
ten'(43): Lo que se presenta ya como una practica desarrollada por algunas
Comunidades Auténomas (44), mediante la creacién de dOrganos como el
Patronat Catald pro Europa (presidido por el Presidente de la Generalitat e

(40) Sobre la prictica que en este sentido se sigue en la Repiiblica Federal de
Alemania de acuerdo con la Declaracién sobre la Comunidad Europea el Canciller
Federal de 19 de septiembre de 1979 («El Bund informe. a los Ldnder, con tiempo
suficiente y ampliamente, sobre los proyectos de la Comunidad Europea») y la regula-
¢ién reglamentaria de Bund del pardgrafo 85.a, GGO, ver R. MorawiTz: La colabo-
racién entre el Estado y los Entes autondmicos territoriales en la Comunidad Europea,
‘Madrid, 1985, pégs. 108-110. La Declaracién del Canciller Federal-'y la regulacién
reglamentaria del Bund se contienen en esta obra de Morawntz, pags. 141 y SIgs

(41) Op. cit., pégs. 87-88. -

(42) Sobre este sistema y la técnica del «lugar unitario» en torno a la cual tiene
lIugar la formacién de las posiciones unitarias de los Liéinder segun la regulacién reali-
zada por el Acuerdo de los Ministros-Presidentes de los Lander de 5 de julio de 1979,
ver MORAWITZ: op. cit.,, pags. 110 y sigs. ' -

(43) " Sobre la conveniencia de que concurra en las autonomias una aptitud para
desenvolverse en el contexto de ese didlogo institucional —lo que sélo serd -posible
mediante la autodotacién de. una infraestructura ad hoc apropiada—, ver PéRF.z Gon-
zALEZ: Op. cit., pag. 339. :
" (44) El proceso de negociacién sobre la adhesién de Espana a- la Comunidad
Furopea, ‘motivo que ya durante aquel tiempo:algunas Comunidades Auténomas crea-
sen Comisiones. encargadas de llevar a cabo el seguimiento de las negociaciones. Sobre
las Comisiones de scguimiento”creadas en Cataluiia, Galicia, Pafs Vasco y Valencia,
ver PEREZ GONZALEZ: op. cit., pag. 339 (nota 227).
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integrado por diversas instituciones puablicas y privadas) (45), la Secretaria
- General dé_Planificacién.Econémica y de Coordinacién con-las Comunidades
Europeas adscrita a la Consejeria de Economia e Industria de la Junta de
Andalucia (46), la Comisién Técnica para Asuntos Comunitarios creada por
el Gobierno de Navarra (47), la Oficina de Asesoramiento del Principado de
Asturias en cuestiones relativas a la Comunidad Econémica Europea adscrita
a la Consejeria de la Presidencia del Principado (48), la Oficina de Asuntos

. (45)_ Decreto 237/1982, de: 20 .de- julio, D. O. de la Generdlitat ‘de. Catalunya
ndm. 249, de 13 de agosto de 1982. Ademds, el Gobierno cataldn procederia a crear
en 1984 una Direccién General de Adecuacién a las Comunidades Europeas depen-
diente del Departament de la Presidencia (Decreto 279/1984, de 6 de septiembre,
D. O. de la Generalitat de Catalunya nim. 472, de septiembre de 1984). La estructura
orgénica de dicha Direccién general resultaria posteriormente desarrollada por Decre-
to 24/1986, de 13 de febrero (D. O. de la Generalitat de Catalunya nim. 652, de 21
“de febrero de 1986), con el fin- de asumir, desde la adhesién dc Espaiia a las Comuni-
dades Europeas, el mayor volumen de cometidos en el desarrollo y ejecucién de todas
aquellas acciones que tengan relacién con las Comunidades Europeas y que repercutan
en el d4mbito de Catalufia, estructuridndose la Direccién General en los siguientes 6rga-
nos: una Subdireccién General de Coordinacién para la Adaptacién a la Normativa
Comunitaria, un Servicio de Estudios y Proyectos, y un Servicio de Adecuacnén de la
Administracién Autonémica a las Comunidades Europeas.

(46) Decreto 255/1985, de 4 de diciembre, B. O. de la Junta de Andalucza ntime-
1o -120,, de 17 de diciembre de 1985. Entre las funciones de esta Secretaria General
se encuentra la coordinacién de las actuaciones sectoriales que en el marco de la
Comunidad Auténoma andaluza se deriven de la integracién en los Comunidades
Europeas, asi como las relaciones que en dicho &mbito competencial puedan estable-
cerse con los 6rganos de las mismas (art. 2.2),

(47) Acuerdo del Gobierno de Navarra de 12 de septiembre de 1984, B. O. de Na-
varra num. 118, 1984, Entre los objetivos a desarrollar por esta Comisién se sefiala
(cabria destacar): la medicién y evaluacién del impacto de Navarra de la adhesién a
las Comunidades, el asesoramiento técnico en la elaboracién de politicas, programas y
proyectos tendentes a neutralizar u optimizar los efectos de la adhesi6n, asi como
preparacién de aquellos que se deriven de la propia normativa comunitaria, y colaborar
con los Departamentos para la preparacién de las reuniones de trabajo con la Secre-
taria de Estado para las Relaciones con las Comunidades Europeas, con los Ministerios
o con los interlocutores soc1ales y, en principio, asistencia a las mismas (acuerdo
‘tercero).

(48) Decreto 34/1985, de 2 de mayo. B. O. del Principado de Asturias y de la
Provincia de 13 de mayo de 1985. Entre las funciones de esta Oficina se encuentra el
asesoramiento a los distintos 6rganos de la Administracién del Principado de Asturias
en todas aquellas cuestiones técnicas que pudieran suscitarse con motivo de la inte-
‘grac16n de Espaiia en la Comunidad Econémica Europea (art. 2). Adscrita también
a la Consejerfa de la Presidencia del Principado de Asturias existe una Comisién “de
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de las Comunidades Europeas de Cantabria (OCECA) dependiente del Con-
sejero de la Presidencia, del Consejo de Gobierno céntabro (49), la Comi-
sién' de Asuntos Europeos de la Comunidad Auténoma de Madrid (50),. el
.Gabinete para Asuntos relacionados con las Comunidades Europeas adscrito
a la Vicepresidencia para Asuntos Econémicos del Gobierno vasco (51), la
Comisién Regional de coordinacién para asuntos relacionados con las Co-
munidades Europeas de la Regién de Murcia (52), la.Comisién de Coordi-
nacién en materia de asuntos comunitarios europeos de la Comunidad
Aut6noma de Castilla y Le6n (53), y la Comisién de Coordinacién para asun-
tos relacionados con las Comunidades Europeas adscrita al Departamento de
"Economla de la Diputacién General de Aragén (54).

Coordinacién para los asuntos ¢omunitarios encargada de coordinar y planificar las
actuaciones relacionadas con las Comunidades Europeas que se lleven a cabo por los
distintos 6rganos del Principado, asi como de efectuar el seguimiento y aplicacién de
la normativa comunitaria y de las politicas de las Comunidades que afecten de modo
.especial a los intereses de la Comunidad Auténoma (Acuerdo del Consejo de Gobierno
de 20 de febrero de 1986. B. O. del Principado de Asturias y de la Provincia nim. 53,
de 5 de marzo de 1986).

(49) Decreto 70/1985, de 27 de septiembre, sobre 6rganos de aslstencm de la
Consejerfa de la Presidencia. B. O. de Cantabria de 16 de octubre de 1985.

(50) *Decreto 118/1985, de 5 de diciembre. B. O. de la Comunidad de Madrid,

de 18 de diciembre de 1985. De acuerdo con el art. I del Decreto, los objetivos de
dicha Comisién —o6rgano de carécter interdepartamental de la Comunidad de Ma-
drid— son: a) impulsar, planificar y coordinar el proceso de adaptacién de la politica
y normativa de la Comunidad Auténoma a las exigencias que se derivan de la inte-
gracién de Espafia en las Comunidades Europeas; b) efectuar el seguimiento de las
actuaciones, planes y programas de adaptacién que se refieran' a lo dispuesto en el
apartado anterior; c)-elaborar y proponer los criterios de coordinacién de las politicas
sectoriales relacionadas con las politicas de las Comunidades Europeas.
' (51) Decreto 391/1985, de 17 de diciembre. B. O. del Pais Vasco nim,. 17, de
28 de enero de 1986. Este Gabinete se constituye como el érgano de apoyo y asesora-
.miento a los dem4s 6rganos y Entes de la Administracién General e Institucional de la
Comunidad Auténoma de Euskadi, en el 4mbito de las competencias de los mismos, en
relacién a materias referentes a las Comunidades Europeas y Consejo de Europa
(art. segundo).

(52) Decreto 14/1986, de 31 de enero. B. O. de la Regién de Murcia nim. 35, de
12 de febrero de 1986.

(53) Decreto 24/1987, de 26 de febrero. B. O. de Castxlla y Leén nim. 29, de
.6-de marzo de 1987.

(54) Decreto 192/1987, de¢ 15 de diciembre. B.-O. de Aragén nim.- 142, de 23 de
diciembre de 1987. Las funciones generales de esta Comisién son: coordinar y plani-
ficar las actuaciones relacionadas con las Comunidades Europeas que se lleven a cabo
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2) La colaboracién entre las Comunidades Auténomas y el Estado-poder
: “central '

Ahora bien, sobre la base de este primer objetivo de coordinacién de las

Comunidades Auténomas, el resultado final que se persigue de participacién
de éstas en la-formacién de la voluntad del Estado sélo serd posible, segin
hemos venido destacando, mediante 1a institucionalizacién de cauces de en-
cuentro y didlogo entre ambos niveles de poder en orden a un ejercicio
coparticipado de la planificacién de las posiciones nacionales a defender
en el-orden comunitario; operacién que habra de articularse concretamente
—de entre las distintas técnicas en que podra desembocar la puesta en prac-
tica del principio de colaboracién— en torno a una modalidad o técnica de
cooperacién.por la que tenga lugar un ejercicio mancomunado de las com-
petencias.
.- ~Mas, en el Proyecto de Convenio entre el Gobierno de la Nacién y las
Comunidades Auténomas, el objetivo que se impone el Gobierno central
de facilitar la participacién de las Comunidades Auténomas en el proceso de
formacién de la-voluntad de Espafia como Estado miembro de las Comuni-
dades Europeas (cldusula 4), vendria a modularse a través del juego de unas
relaciones de coordinacién encauzadas por una técnica o modalidad como
la que representa concretamente la participacién consultiva de una instancia
en un proceso de adopcidn de decisiones ajeno a aquélla.

_Esto es, mediante la participacién consultiva de las CC. AA. en un pro-
ceso de adopcién de las decisiones propio y exclusivo del poder central, toda
vez que la. comunicacién que, de acuerdo con la cldusula 6, a), del Proyecto
de Convenio, se produciria —a través de aquel organismo interautonémi-
co— entre Jas CC. AA. y los Ministerios y organismos de la Administracién
del Estado competentes en materias relacionadas con las Comunidades
Europeas se traduciria en un mero acto de traslacién al Gobierno de. los
criterios 'y posiciones unitarias de las CC. AA. para su debida consideracién
en la formacién de la voluntad del Estado espafiol ante las Comunidades

por- los -distintos Departamentos de la Diputacién General de Aragén, y efectuar el
séguimiento y aplicacién de la normativa comunitaria 'y de las.politicas de las Comu-
nidades Auténomas. Ya por el Decreto 122/1985, de 17 de octubre de la Diputacién
General de Aragén (B. O. de Aragén, de 31" de octubre de 1985), por el que se mio-
dificd ‘la estructura: orgénica del Departamento de Presidencia y Relaciones Institucio-
nales, se habia creado un Servicio de Informacién y Documentacién Europea.
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Europeas, siendo el Gobierno el que procederia a incorporar esos criterios
en la medida de lo posible a la posicién espafiola, siempre y cuando sean
compatibles con los intereses generales del Estado y con el proceso de inte-
gracién europea (clausula 4, pfo. 3) (55).

Desde una dindmica como ésta, el concurso de las CC. AA. se traduciria,
por tanto, en una simple remisién de informes o, como méximo, y desde una
interpretacién muy extensiva de estas cldusulas, en un trdmite de audiencia
en el marco de un proceso de elaboracién de las decisiones propio y exclu-
sivo de las instancias centrales del Estado, quedando s6lo ligado el poder
central por un compromiso tan eldstico y discrecional como el que supone
incorporar los criterios de las CC. AA. siempre y cuando ello sea compatible
con los intereses generales del Estado y con el proceso de integraci6n
europea.

Se trata de una férmula que, desde luego, no sélo se acerca a los plan-
teamientos realizados, con caricter general —tratados y resoluciones de orga-
nizaciones internacionales—, por un destacado sector doctrinal en el sentido
de que el derecho de participacién de las CC. AA. deberia concretarse en
una capacidad para expresar su‘parecer, sino ‘que tambiéni se enciadra en
la linea de las previsiones, por las que se perfila un derecho de consulta
para las CC. AA., contenidas tanto en el Estatuto canario- como en algunos
Reales Decretos de transferencias (56).

(55) En este mismo sentido se dice en la cldusula 6.c) que las CC. AA. formula-
rén, a través del organismo de coordinacién, posturas unitarias «para su consideracién
y eventual incorporacién por el Gobierno de la Nacién a la formacién de la voluntad
estatal ante las instancias comunitarias». Representa ésta una férmula que claramente
se inspifa en el modelo alemdn y concretamente en las previsiones contenidas en
1a Declaracién sobre la Comunidad Europea del Canciller Federal de 19 de septiem-
bre de 1979. En esta Declaraci6n se dispone que en los proyectos de la Comunidad
Europea que incidan, en su totalidad o en algunas de sus disposiciones, en la compe-
tencia legislativa de los Lander, el Bund «se esforzard por alcanzar un punto de vista
concorde con los Ldnder y a hacerlo valer, en la medida de lo posible, en el curso de
las negociaciones. El Bund s6lo se separard dcl punto de vista de los Ldnder por
razones perentorias de politica exterior y de integracién. Cuando el Bund se separe del
punto de vista de los Lédnder, les comunicar4 las razones que han causado dicha deci-
siény. En los proyectos de la Comunidad Europea que afecten a intereses esenciales de
1os Léinder, «el Bund oird a los Ldnder...». Sobre este punto ver MORAWITZ: op. cit.,
pigs. 93 y sigs. (y més concretamente pags. 103 y sigs.).

(56) Ver sobre estos Reales Decretos de transferencias en los que se perfila un
derecho de consulta, PEREz GONzALEZ: op. cit., pag. 308.
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" Pero la puesta en préctica de una férmula participativa como ésta’ ven-
dria a cercenar el alcance real y efectivo que el principio de colaboracién
debe tener en €l orden de los asuntos comunitarios, dando lugar, en definiti-
va, ‘esta operacién a convertir en un auténtico circunloquio -maniqueo la
articulacién desarrollada en el Proyecto-de Convenio, toda vez que si bien
se parte expresamente en el mismo de la necesidad de no afectar el sistema
de ‘distribucién de competencias, en dltima instancia se concluye, sin em-
bargo, que la decisién en cuanto a la formacién y planificacién de la voluntad
del Estado corresponde exclusivamente al poder central. '

No'se trata de que al final del proceso argumental en este campo volva-
mos a confundir el ndcleo duro de las actuaciones estatales en el 4mbito de
las relaciones internacionales con aquellas otras actuaciones que teniendo
una naturaleza estrictamente interna deberdn quedar sujetas al juego del
reparto de competencias articulado por el bloque de constitucionalidad; esto
es, no se trata'de que la-colaboracién entre ambas instancias de poder se
traduzca en el compromiso —tan eldstico y vulnerable— del Gobierno de
la Nacién de incorporar en la medida de lo posible los criterios de ‘las
CC..AA, siempre y cuando sean compatibles. con los .intereses. generales -del
Estado y.con el :proceso'd.e integracién europea, sino que, por el :contg'a;io,'
es precisamente la operacién de determinar los intereses generales del Estado
y, por tanto, la medida en que las posiciones autonémicas hayan de inte-
grarse en la posicién estatal la que debe ser modulada por el principio~de
¢olaboracién (57), y de tal manera que la planificacién’ de la voluntad del
Estado, desde el' médximo respeto al sistema’ de distribucién de competén-
cias, sea el resultado de una técnica de cooperacién por la cual se produzca
la participacién de ambas partes-en un tinico proceso de decisién, pudiendo
articularse® ésta a’ través de varias concretas, como la participacién de las
CC." AA. en 6rganos propios del poder central, o de otros mecanismos
cooperatlvos complejos, como, por e]emplo comisiones mlxtas (parltarlas)
Estado—CC AA. (58).

(57) En esta linea advierte Pérez Gonzilez que en la medida en que la’ expresKSn
«Intereses generales del Estado» —en tanto que limite al que quedaria condicionada
la incorporaci6n a la posicién espaficla de los criterios adoptados por las Comunidades
Auténbmas,” segtin " el Proyecto de Converuo— se presenta como «cléstica y de uso
adaptable a los vaivenes de la coyuntura» se p]lecnsarfa «de una copammpac:én en st
deﬁmcnén en’cada caso» (o0p. cit., pag. 338)

" (58) Sobre estas distintas vias, ver 'ALBERTI ROVIRA: op. cit., pégs 414 y s:gs'
No hay que olvidar, adem4s; la- extraordinaria importancia que entrafia —en “orden
a procurar que esta colaboracién-entre fas CC. AA. y el poder céntral sea auténtica’
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Y el hecho de que la colaboracién entre-ambas‘instancias ‘de poder deba
producirse desde -una dindmica de intérvencién :em-un unico. proceso dé
decisién, significa que la planificacién de la voluntad estatal no ha-de ser
fruto exclusivamente ni de una.decisién unilateral del poder central'ni de
las' posiciones unitarias de las CC. AA.-—en &l sentido de que éstas pudie-
sen tener un' caricter: vinculante para el Gobierno. de la-Nacién (59)—;
sino de un ejercicio mancomunado, de un coejercicio de-las competencias;
" opinién que expresamos frente, no sélo a: los planteamientos realizados-a
este respecto por un cierto sector doctrinal, sino también a las posiciones
mantenidas en su momento por la'Comunidad Auténoma de.Cataluiia al
partir de la idea en su contrapropuesta al Proyecto de Convenio de que-las
opiniones o propuestas de lac CC. AA. serian vmcu]antes para el Goblemo
central (60). : . - . L :

Si el fenémeno comunitario ‘no podra depair'ar a este- respecto en” Uil
efecto de centrallzamén de las competenciasde las Comunidades Aut6no-
as, tampoco el ejercicio por éstas de tales competenicias podra permanecer
inaltérado, y de tal modo que por efecto de sus capacidades estatutarlas
pudiesen los entes autonémlcos fijar unilateralmente la posicién o voluntad
que el Estado haya de defender en el marco de las instancias comumtanas.
Los mtereses autonémlcos resultan trascendldos por el mterés general del

mente eficaz— el hecho de, que las autonomxas cuenten con un interlocutor. que- se‘
presente como auténtico niicleo, de coordinacién interministerial, al decu‘ de Mangas
Martin (op. cit., pag. 207) y.ello dada la dudosa convemencm como por su parte,
advierte Pérez Gonzélez de encauzar las acciones cooperatwas de resonancia europea
entre el Centro y las Autonomias a través de una‘desordenada- prollferamén de 6rga-
nos colegiales (régionales, centrales o mixtos) de incidencia sectorial (op. cit., pag. 335):

- (59):- En este mismo sentido se manifiesta Pérez -Gonzélez; al estimar, en ‘cuanto
al alcance . de ese -derecho. de partlclpacxén, que «hay que convenir que. el parecer
dado por las instituciones autonémicas carece en principio de, efectos vmculantes
sobre los negociadores estatales...» (op. cit, pig. 310). Sobre las cuestiones ‘par-
ticulares que a- este respecto- plantean . las - previsiones -contenidas ‘en los -arts.~45.3
y:20.3 in fine del Estatuto canario y vasco, respectlvamente, ver el.citado trabajo_.c_ie
Pérez -Gonzilez, pégs. 310-312. : P L T

(60) Asfyen el art.-3 de la contrapropuesta catalana sc dxspoma que «.. el'Go-
bierno espafiol se compromete a no dictar. instrucciones a los representantes espaﬁoles
que sean contrarias a las opiniones o propuestas vinculantes.formuladas por.las Co-
munidades Aut6nomas...», y. del mismo modo en el art. 7;: «La Delegacién de las
Comunidades Auténomas para asuntos ‘europeos -emitir4 -las. propuestas u opiniones
vinculantes...» (la. cursiva .es.nuestra) (loc. cit., pags. 358-359).
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Estado vinculado, ahora, -al- fenémeno de integracién comunitario (61); lo
que supone que la determinacién de dicho interés no podra ser el resultado
de la.suma de intereses de las distintas CC. AA., sino fruto de un ejercicio
cooperativo con el poder central. , 4 :

Ademés, las posturas unitarias de las CC. AA. no podrian tener ese
caricter vinculante en tanto la posicién del Estado ha de fijarse, como ya
ha quedado visto, de acuerdo con un cierto margen de flexibilidad, toda vez
que durante la manifestacién de dicha voluntad ante las distintas instancias
comunitarias-los representantes estatales se verdn obligados en muchos casos
a-matizar su posicién en funcién del contenido, valor ¢ interés de las postu-
ras presentadas por los demds Estados miembros, esto es, a tenor de los
planteamientos generales realizados en-torno-a la materia ob]eto de regula-
cién -durante el curso de las negociaciones (62). T

No consiste, en definitiva, en que la planificacién de la voluntad del
Estado resulte de'la accién unilateral de-alguna de las dos instancias —cen-
tral o autonémica-—. Ni a los entes autonémicos corresponde exclusivamente
la capacidad de determinar dicha posicién —por mandato imperativo hacia
el Gobierno—, ni al poder central proceder a incorporar en la medlda de lo

l
(61) Ver en este senndo MuRoz. MACHADO _op. cit,, pag. 84. En esta lmea sigue

apuntando este autor que la conservacién por las Comunidades Auténomas de sus
proplas competencnas s6lo podra combmarse con las responsablhdades comunitarias
del Estado, admitiendo que el féndmerno europeo. modula (por imperativo de lo esta-
blecido en los arts..93, 97 'y 149.1.3 ‘de la Constitucién) el contenido juridico de ‘una
competencia: autonémica exclusiva para transformarlo. cn un derecho a participar en
la.formacién de las posiciones gubernamentales que van a sostenerse ante los 6rganos
(':orhunitarios «la dec1516n auténoma se muta en un derecho de coparticipacién» (ps-
gina 85). En suma, como siguc advirtiendo este autor, ‘el fenémeno comunitario mo-
tiva por relacién a las competencias exclusivas de las Comunidades’ Auténomas, que
«en lugar de ejercerse con el monopolio que la exclusividad, en buena técnica, impone,
se actualicen participando en los ‘procesos de adopcién de decisiones, cambidndose
asf la exclusividad... en un derecho de coparticipacién» (pag. 86).

(62). En este- mismo. sentido apunta Soriano Garcia que «el Estado no puede
quedar .vinculado. por mandato. imperativo, puesto- que las instrucciones que- puede
recibir de las Comunidades -Auténomas coordinadas no pueden constrefiir su campo
de, accién ante lass Comunidades Europeas..., la postura que el Estado espaiiol adopte
en-el seno de 'las Comunidades Europeas ha de venir presidida por una enorme dosis
de .libertad y flexibilidad, sin que la previa decisién de, las Comunidades Auténomas
pueda vincularse de forma definitiva...» (op. cit., pégs. 60-61).

-Aqui se-podria incluir la idea de Conzélez Sénchez de que el margen de ﬂex1b1h-
dad debc venir. determinado por los procedlmlcntos .de votacién ante ¢l Consejo:
unanimidad,.mayor{a, mayoria cualificada.. ...
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posible los criterios de las Comunidades Auténomas a la posicién espafiola
(siempre y cuando sean compatibles con los intereses generales del Estado
y con el proceso de integracidén europea). Y a este respecto hay que senalar
que si al poder central le ligase el compromiso de alcanzar siempre un punto
de vista concorde con el de las autonomias, ello equivaldria a dar a la
posicién de las CC. AA. un caricter vinculante, y si ese compromiso quedase
matizado por una capacidad del:-poder central de determinar la:medida en
que las posiciones de las CC. AA. se ajustan a los intereses generales del
Estado y al proceso de integracién europea, ello supondria que la decisién
final podra ser tomada unilateralmente por las instancias centrales. La deter-
minacién de los intereses generales del Estado, y, por tanto, la medida en
que los criterios de las Comunidades Auténomas puedan quedar reflejados
en la posicién del Estado, debera ser fruto de una operacién de cooperacién
entre ambos niveles de poder; siempre cuidando, en cualquier caso, como
ya hemos visto, que el desarrollo de una tal operacién no impida el cumpli-
miento por el Estado de sus obligaciones hacia la Comunidad Europea.

Finalmente, cabe destacar en este punto que esta participacién de -las
CC. AA. en la formacién de la voluntad del Estado deberia tener lugar por
relacién a todas las posiciones que el Estado haya de defender a lo largo
del complejo proceso de adopcién de decisiones comunitarias, pues, como es
bien sabido, el Estado tendrd ocasién de pronunciarse respecto no sélo a
las propuestas ya formalizadas que la Comisién de la Comunidad remite "al
Consejo de Ministros y que éste ha de adoptar, sino también a aquellas otras
propuestas ain no formalizadas de aquel érgano, en tanto las Administra-
ciones nacionales serdn consultadas a través de una amplia gama de Comités,
que en su funcién de asesoramiento a la Comisién habrin de emitir un
dictamen al efecto (63).

(63) La fijacién de la posicién nacional por relacién a las propuestas ain no
formalizadas de la Comisién, resulta, sin duda, de gran relevancia en orden a que el
dictamen del comité consultivo —que influird decisivamente en el contenido de la
propuesta de la Comisién— refleje adecuadamente los intereses nacionales, y en tanto
ademds dicha posicién contribuird ya a perfilar en muy buena medida la postura que
el Estado vaya a mantener en su momento ante el Consejo de Ministros. Cfr. al res-
pecto GoNzALEZ SANCHEZ: op. cit., pdg. 707, quien advierte que «la defensa mas ade-
cuada de los intereses nacionales recomienda la fijacién de una posicién nacional
sobre el contenido de la propuesta que es objeto de elaboracién ya en ese estadio a
efectos de que el dictamen que se elabore pueda tener en cuenta dichos intereses».
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IV. PARTICIPACION DIRECTA DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS EN EL
PROCESO DE ADOPCION DE DECISIONES COMUNITARIO: REPRESENTACION
DE LOS ENTES AUTONOMICOS EN LAS DELEGACIONES ESTATALES NEGOCIADO-
. RAS ANTE LOS ORGANOS COMUNITARIOS

1) Consideraciones generales y andlisis de la experzencxa comparada

Hasta aqui nos hemos referido a las cuestiones que p]antea desde una
dimensién estrictamente interna la participacién: de. las, Comunidades'. Auté-
nomas en el proceso de formacién de la voluntad del Estado respecto a los
asuntos comunitarios, pero no hay que dejar de advertir que esta participa-
cién deberia producirse también durante el proceso de manifestacién de
dicha voluntad en el seno de las distintas instancias comunitarias, esto es,
durante. el proceso de negociacién comunitario, y mediante la presencia de
representantes autonémicos en el seno de las delegaciones estatales.

~ Desde luego, no hay que olvidar que 1a formacién de la voluntad estatal,
y, por tanto, la participacién efectiva de las Comunidades Auténomas en el
proceso de planificacién de dicha voluntad, debera tener lugar a nivel estric-
tamente interno del Estado, y no en el seno de la Representacién Perma-
nente de Espafia en Bruselas o de las delegaciones negociadoras (64). Mas,
si esto.es cierto, hay que recordar, una vez més, que durante el proceso de
negociacién los representantes estatales, si bien deben ajustarse a las instruc-
ciones -recibidas del Gobierno, podrén, en muchos casos, proceder a perfilar
o adaptar la posicién espafiola a la luz del propio desarrollo y evolucién de
las -negociaciones en el escenario comunitario, de acuerdo con el margen de
" flexibilidad que, a tal efecto, como. ya hemos visto, habrd de marcarse.

Y en la medida, por tanto, en que. la posicién del Estado durante el
curso de las negociaciones puede sufrir ciertas matizaciones o desviaciones,
éstas deberfan ser articuladas también de acuerdo con el parecer emitido por
representantes autonémicos presentes en las delegaciones negociadoras esta-
tales; participacién, autonémica. que. deberfa tener lugar, a lo largo de todas
las distintas fases —tanto a nivel consultivo como decisoria— que integran
el complejo proceso de adopcién .de ‘decisiones comunitario, en tanto, como
acabamos de senalar las Admlmstramones y los Goblernos nac1onales inter-

"(64) Cfr. a este respecto las dcclaracnoncs del Ministro para las Administracio-

nes Pablicas, sefor Almumnia, durante la-sesién informativa de la Comisién Mixta para
las Comunidades Europeas de 3 de fcbrero de 1987 (loc. cit., pag. 2281)."
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vienen, formal e informalmente, a lo largo de todo el procedimiento decisorio
Yy no s6lo en el instante final de-1a adopcién de la decision.

~ La presencia en el seno de. las delegaciones negociadoras de Estados de
tipo federal o de estructura compleja de representantes de las estructuras
territoriales intermedias es ya un hecho constatable, que se produce por
relacién tanto a los procesos de celebracién de tratados internacionales en
general, como a los procesos de adopcién de decisiones en el marco de las
Organizaciones mtemacmnales y aiin més concretamente de las Comunidades
Europeas. g

© Asi, y por centrarnos concretamente en el fenémeno comunitario europeb
que -ahora nos ocupa (65), destaca a este respectd; sin duda, la practica de la
Repuiblica Federal de Alemania, y ello no s6lo por la posibilidad que se abri-
ria desde 1979 de convocar a dos representantes de los Linder a las nego-
ciaciones en los 6rganos deliberantes de la Comisién 'y del Consejo —de
acuerdo con las previsiones contenidas en la Declaracién sobre la Comunidad
Europea del Canciller Federal contenida en la carta dirigida por éste ‘al
Presidente de la Conferencia de Ministros-Presidentes de los Lander de sep-
tiembre de 1979 (66)——, sino también por razén de la creacién desde 1959
ya de la figura del Observador de los Linder (Ldndesbeobachter) en el seno
de la Representacién Permanente dé la Repuablica Federal de Alemanid en
Bruselas, como fruto de un compromiiso alcanzado al respecto entre el Minis-
tro Federal de Asuntos Exteriores y los Pre51dentes de los Lander —con la
aprobac16n de la Cancilleria Federal— (67). -

Y en esta linea cabria recordar también-la préictica desarrollada”en
Bélgica por relacién a la participacién de las Comunidades y Regiones en
las negociaciones comunitarias. Ante todo sobresale el papel activo y directo
que corresponde desempenar a las Comunidades. en los érganos comunitarios,
en aquellos casos en que las materias objeto de debate perténecen a su com-

(65) Sobre la practica de otros Estados de estructura compleja, ver PEREZ GON-
zALEZ y PUEYO Losa: op. cit., pag. 87..

(66) Ver supra, nota 40.

(67) Ver sobre esta figura del Observador de los Lander (Landesbeobachter) en las
Comunidades Europeas, R. MorawITZ: La colaboracién entre el ‘Estado y los Entes
Autonémicos territoriales en la Comunidad.-Europea, cit., pags. 63 y 'sigs.; PEREz
GONzALEZ: op. cit., pig. 332; MANGAS MARTIN: op. cit., pdg. 326. Sobre los origenes
de la figura del Observador alemén y su papel durante las negociaciones de los Tra-
tados de Roma, ver P. MaLaNCzUK: «European affairs and the ‘Linder’ (States) of the
Federal Republic of Germany», Common Market Law Review, vol. 22, nim. -2,
1985, pag. 254. En este trabajo se incluye una amplia bibliografia sobre esta figura.
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petencia exclusiva, tal como en el caso de materias de caréacter cultural. Y ello
tal .como lo pone de-relieve el hecho de que en tales supuestos serdn-las
Comunidades las que ostenten la representacién del Estado en el marco
.comunitario, mediante concretamente su asistencia a los’ Consejos de Minis-
.tros de -Cultura, en representacién, como decimos, del. Estado belga; osten-
tando, por su parte, las Regiones el derecho a participar en ¢l marco de la
.delegaci6n belga en aquellas negociaciones comunitarias que afecten a mate-
rias objeto de sus competencias exclusivas (68).

... Ahora bien, en nuestro ordenamiento constitucional, y partiendo de la
prevencién general del art. 149.1.3 de la Constitucién —reserva de: las rela-
.ciones internacionales en favor del: Estado—, y del hecho de que la direc-
cién de la politica exterior del Estado corresponde en -exclusiva al Gobierno
(art. 97), parece. que, en términos generales, vendria a excluirse también
cualquier posible representacién directa de los-entes autonémicos en el marco
de las delegaciones y-en el seno de las comisiones destacadas ante otros Es-
tados o ante otros organismos internacionales —asi como cualquier otro tipo
de actividad ad extra en materias de su especifico interés— (69).

Mas, no obstante la rigidez de las cldusulas constitucionales de reserva
estatal y la sistemética yugulacién de expectativas en los textos estatuta-
;rios (70), habra -de procurarse también aqui una concertacién entre -los

(68). Ver DaLMau 1 OrioL, C.: «La aplicacién del Derecho Comunitario por las
Comunidades y las Regiones en Bélgica», pag. 189, en La aplicacién del derecho de
Ia ‘Comunidad Europea por_los organismos subestatales Barcelona, 1968, pags. 188
y sigs.

(69) Ver a este respecto PEREz GONZALEZ' Y PUEYO Losa: op. cit., pags. 77-18.

(70) Cabria recordar a este respecto la orientacién apuntada en diversos Proyec-
tos de Estafutos de algunas Comunidades Aut6nomas, tendente a procurar una repre-
.sentacién del Gobierno autonémico en las instancias negociadoras de acuerdos inter-
nacionales en asuntos afectantes a los intereses propios: en esta linéa estaba el
Proyecto gallego al disponerse en su art. 30.5 que «la Comunidad auténoma gallega
estard adecuadamente representada en las Comisiones del Estado que lleven a cabo
negociaciones con otros paises u organismos internacionales en materias que afectan
especialmente a' Galicia. En particular se asegura su représentacién en materias de
-emigracién, maritimas pesqueras y de las actividades agricolas, ganadéras y forestales»,
y hasta cierto punto los Proyectos vasco y cataldn (arts. 20.5 y 18.2, respectivamente);
_yendo incluso més lejos el Proyecto canario, al disponerse que el Gobierno de Cana-
'nas «en el seno de las legaciones. espafiolas en el extranjero, estaré presente y seré
‘necesariamente oido en las negociaciones de convenios y tratados internacionales en
cuanto afecten a materias o 4reas de especifico interés» para el archipiélago, y estaré
"asimismo presente «en el seno de toda representacién espafiola en las Conferencias y
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niveles de gobierno central y-.autondmico —superando meras concesiones
selectivas, de facto y en precario—, por la que se formalicen ¢ institucionali-
cen las vias ya abiertas, aunque. con timidez y profundas reservas, en algunos
Decretos de transferencias de. competencias a las Comunidades Auténomas,
al reconocerse la posibilidad de los correspondientes entes territoriales de
asistir y participar, dentro de 1a delegacién espafiola,-a reuniones de carécter
internacional sobre las materias respecto de las cuales se realiza la transfe-
rencia (71).

 Ciertamente, en la lmea de la practica de mertos Estados de estructura
compleja, y por las razones avanzadas, se deberian abrir a las Comunidades
Auténomas la posibilidad de intervenir activa y directamente en el complejo
proceso de adopcién de decisiones comunitario; intervencién que no-podré,
desde luego, traducirse en.el hecho de que los representantes autonémicos
pudiesen disponer de una voz separada de la del Estado que les permitiese
formular puntos de vista distintos de los de aquél; se trata, por el contrario,
.de que los representantes autonémicos, participando en el marco de la pro-
pia delegacién estatal, contribuyan a conformar los posibles perfiles que haya
de dérsele a la posicién espafiola a tenor del propio proceso negociador.

Y esta participacién de las Comunidades Auténomas debe tener lugar,
segin ya apuntamos, no sélo durante la fase estrictamente decisoria, sino
también en el marco de los contactos formales e informales que la Comisién
suele desarrollar con las -administraciones nacionales durante el proceso
de elaboracién -de sus propuestas, al objeto de ajustar, como'es bien sabido,
ya desde un principio, el contenido de' éstas a las posiciones nacionales;
debiendo posibilitarse también la participacién de representantes autonémi-
cos en los contactos informales qué las Administraciones nacionales suelen
desarrollar con otros Grganos comunitarios, en tanto a través de tales con-
tactos se podré ejercer una decxslva influencia en el desarrollo del proceso
comunitario.

Ante todo, y por lo que se refiere a la primera fase del procedimiento
‘decisorio durante 1a cual corresponde a la Comisién ejercer su facultad de
iniciativa mediante la elaboracién de propuestas, resultard sin duda de inte-
rés para las Comunidades Auténomas participar en los contactos informales

“Organismos internacionales politicos o cientificos en que se debatan o traten asuntos
de’ especifico interés para Canarias» (art. 32.1 y 3). Cfr. PErez GONZALEZ y PUEYO
Losa: op. cit., pag. 35.

(71) Ver sobre estos Reales Decretos de transferencnas PEREZ GONZALEZ: op c:t
pag. 307.

62



SOBRE EL PRINCIPIO Y LOS MECANISMOS DE COLABORACION...

que este Organo realiza normalmente con‘las Administraciones . nacionales
previamente a la elaboracién de sus propuestas en orden a conocer, como
se ha dicho, ya desde un primer momento la posicién de quienes en Gltima
instancia acabaridn decidiendo formalmente sobre el contenido de su pro-
puesta (72); -pudiendo ya, asi, las Comunidades -Auténomas influir, en una
linea de atencién a los intereses regionales, en el contenido que 1la Comisién
d€ a sus. propuestas (73).

Mas durante esta primera fase el mteres de las Comumdades Auténomas
vendra dado, fundamentalmente, por relacién a su participacién en los con-
tactos formales que la Comisién mantiene con representantes de los distintos
Estados miembros a-través de los distintos y numerosos comités consultivos
de los que se sirve este 6rgano para su asesoramiento y en orden a-la forma-
lizacién de sus propuestas. La importancia que la accién de estos comités
tiene para los Estados miembros viene dada por el hecho de que a través
de los dictimenes que habran de emitir se podrd influir decisivamente en el
contenido de las propuestas de la Comisién, y en tanto, a su vez, los Estados
tendrdn la posibilidad de procurar que tales dictimenes reflejen adecuada-
mente sus respectivos intereses nacionales. Lo que determina, a su vez, el
interés que tiene para las Comunidades Auténomas participar en las repre-
sentaciones estatales destacadas ante estos comités consultivos, tanto se trate
de comités cuya consulta puede no ser .preceptiva —aunque de hecho sean
ofdos normalmente: por la Comisiébn—, como en aquellos otros cuya con-
sulta resulta obligatoria; -destacando, ademds, dentro de .este -iiltimo tipo,
aquellos comités cuya consulta repercutird activa y efectivamente en el pro-

_(72) - Ver E. GonzALEz SANCHEZ: «El procedimiento decisorio en la Comunidad
Econémica Europea», Documentacién Administrativa, nim. 199, 1983, pig. 559.

(73) Como es sabido, aunque la Comisién en el ejercicio de su facultad de inicia-
tiva no cstd obligada a desarrollar consultas o demandas de informacién previas a la
presentacién de sus propuestas —exigiéndose s6lo, de acuerdo con el Tratado de
.R'oma "en casos muy limitados— este Organo parece haber aceptado —aunque no
formalmente— la recomendacién recogida en el apartado 1 del compromiso de Luxem-
.burgo de 29 de. enero de 1966, por el cual, «antes de adoptar una propuesta que revista
especml lmportancxa es deseable que la Comlslén mantenga los contactos apropiados
con los Goblernos de los Estados miembros por la via de las representaciones perma-
'nentes sin que dicho procedlmxento contravenga el derecho de iniciativa que segiin
el Tratado detenta la Comisién». Ciertamente, como recuerda Gonzélez Sénchez, la
Comisién. tiene especial interés en consultar con los expertos nacionales y de las
organizaciones socio-profesionales que pudleran verse afectados por el tema a efectos
de asegurar que la misma resulte posteriormente aceptable («El procedimiento deciso-
rio...», cit.,, pégs. 560-561).
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cedimiento de edopcién por la Comisién de disposiciones:de ejecucién: esto
es,;.en aquellos comités compuestos por representantes-de los. paises miem-
bros que- cooperan con la Comisién en el 4mbito del procedimiento ‘de. toma
de decisiones en. orden a procurar el ejercicio de las.competencias de ejecu-
cién conferidas a este 6rgano, concretamente en los comités de gestién y de
planificacién previstos en el -art. 2.de Ja decisién del Consejo de 13 de julio
de 1987 —fijando las modalidades del ejercicio de las competenclas de e]e-
cucién conferidas a la Comisién (74)—. . B

Y desde aqui ha de abrirse también la pos1b1hdad de que las. Comum-
‘dades Auténomas participen.en la fase final de:orden estrictamente’ deciso-
rio, mediante no s6lo su presencia en-el seno-mismo del Consejo.de Minis-
tros, sino también en-el marco del COREPER. y de todos aquellos grupos de
de trabajo que funcionan en su seno. . R A

2) La figura del Observador en el Proyecto de: Convenio espafiol- -

Ahora bien, aunque, como’'hemos visto, el.constituyente espafiol no ha
querido o sabido aprovechar los desarrollos llevados a cabo en este campo
en otros Estados federales y de estructura compleja, parece haberse admitido
en estos ultimos tiempos desde las instancias centrales. que para ‘que las
Comunidades Auténomas participen en la formacién de-la voluntad. del
Estado es preciso —ademds de la creacién de un organismo de coordinacién
como el visto— que haya también, donde estdn.los representantes.de Espafia
cerca de las instituciones europeas, es decir, en la Representacién. Permanente
de Espafia ante la CEE, una presencia de las Comunidades Aut6nomas (75).

A cuyos efectos, e inspirdndose, una vez més, en €l modelo alemén, se
reconoce también en el Proyecto de Convenio entre ‘el Goblemo de la Na-

(74) Como es sabido, sobre la base de la réforma que. de acuerdo ¢ con el Act'a
Unica ha sufrido el art. 145 del Tratado CEE —y por el que s€ hace de la Comxsnén
el 6rgano ejecutivo natural de la Comunidad— el Consejo aprobaria el 13 de lelO
de 1987 una decisién por la que se regulan tres procedimientos dlferentes para el
ejercicio de las competencias de ejecucién, mediante la mtervencnén de esos “comités
de gestién y planificacién (y en los que se encuadran dichos...). Ver sobre estos, dis-
tintos procedimientos y los comités de. gestién y planificaci6n, GONzALez SANCHEZ
op. cit., pags. 689-690.

.(75) Ver las declaraciones del Ministro para las Admmlstraclones Pubhcas sefior
Almuma, durante la sesién informativa de la Comisién Mnxta para las Comumdades
Europeas de 3 de febrero de 1987 (loc. cit., pag. 2280).
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cién y las Comunidades Auténomas sobre cooperacién en los asuntos rela-
cionados con las Comunidades Europeas como una de las funciones del
Organismo de coordinacién de las Comunidades Auténomas la de proponer,
para su designacién por el Gobierno de la Nacién, el nombramiento de un
Observador y de un Observador adjunto de las Comunidades Auténomas
en la Representacién Permanente de Espafia ante las Comunidades Europeas
(cldusula 6, e) (76).

Sin duda, la integracién de un Observador y un Observador adjunto de
las Comunidades Auténomas en la Representacién Permanente de Espafia en
Bruselas no s6lo contribuiria a dinamizar ese objeto de pronta informacién
que sobre los asuntos comunitarios necesitan las Comunidades Auténomas,
sino que también representaria la via mds idénea a través de la cual se
posibilitaria esa participacién directa de las mismas en el procedimiento
decisorio comunitario, y ello toda vez que es la Representacién Permanente
ante las Comunidades Europeas el cauce a través del cual se busca asegurar
una més eficaz participacién de Espaiia en dicho proceso de toma de deci-
siones (77).

(76) Es de destacar que frente a esta posibilidad que se abre en el Proyecto de
Convenio de 1986 de nombrar un Observador y un Observador adjunto de las Comu-
nidades Auténomas, en el primer Proyecto de Convenio de 1985, se pasaba absoluta-
mente por alto cualquier referencia a dicho 6rgano; reforma a la que, sin duda, con-
tribuiria el Proyecto de Convenio presentado por Catalufia como contrapropuesta, al
preveerse: en el mismo la creacién de un Delegado de las Comunidades Aut6nomas y
de un Delegado adjunto que, aparte de su condicién de miembros de la Delegacién de
las Comunidades Auténomas para asuntos europeos, habrian de ser nombrados, res-
pectivamente, Representante Adjunto y Agregado a la Representacién de Espafia ante
las- Comunidades Europeas (art. 5). .

(77) - En este sentido se expresa, en su predmbulo, el Real Decreto 260/1986, de
17 de enero, por el que se crea la representacién permanente de Espaifia ante las Co-
munidades Europeas (BOE nim. 38, de 13 de febrero de 1986), disponiéndose, ademés,
en su art. 1.2 que «La representacién permanente seré el 6rgano acreditado, con caréc-
ter representativo y de gestién, por el Estado espafiol ante las Comunidades Europeas
y asegurard la presencia de Espaiia en las instituciones y 6rganos dependientes de las
mismas». Siendo asf que, como recuerda Gonzélez Sanchez, la participacién més
directa en el procedimiento decisorio comunitario corresponde en gran medida a los
funcionarios de las representaciones permanentes establecidas en Bruselas, dada la
frecuencia de las reuniones que tienen lugar en el marco del Consejo y de la Comisién
y .que impiden su seguimiento por funcionarios que tuvieran que desplazarse en cada
caso desde las respectivas capitales. Lo que explica el nimero muy considerable de
funcionarios y expertos que componen las representaciones permanentes, mis numero-
sas normalmente en ¢l caso de paises més alejados geogréificamente de Bruselas (op. cit.,
pég. 702).
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Y ante todo, el nombramiento del Observador y Observador adjunto

que formardn parte de la Representacién Permanente con status diploma-
tico y con el rango de Consejero y Agregado, respectivamente— correspon-
dera al Ministro de Asuntos Exteriores, a propuesta del organismo de coor-
dinacién de las Comunidades Auténomas para asuntos relacionados con las
Comunidades Europeas, tal como se dispone en la cldusula 7, pfo. 1, del
Proyecto de Convenio. La propuesta, con todo, del Observador y Observa-
dor Adjunto realizada por el organismo interautonémico deberia tener un
caricter vinculante; y ello en la misma linea en que el Ldndesbeobachter
alemén es de- designacién autondémica, en un principio, por la Conferencia
de Presidentes de los Lander y en la actualidad por la Conferencia de Pre-
sidentes y comunicada a la Oficina del Canciller Federal, al Ministro de
Asuntos Exteriores y al Ministro Federal de Economia, sin que en ningin
caso se exija que el Gobierno Federal haya de prestar su consentimiento
respecto de esta designacién— (78).

"Ademés, y para el desarrollo de sus funciones —a las que nos referire-
mos inmediatamente—, el Observador y Observador adjunto dependerdn
del Embajador Representante Permanente, en orden a que su presencia en
la Representacién Permanente no distorsione los principios -de unidad de
accién y de coordinacién a los que debe responder la actividad de la Repre-
sentacién Permanente para un adecuado cumplimiento de sus fines (79).

(78) Cfr. MALANCZUK: oOp. cit., pags. 254-255. Sobre este cardcter vinculante que
deberfa tener la propuesta de las CC. AA., ver PEREz GONZALEZ: op. cit., p4g. 339,

(78) nota 226. Cabe advertir, ademéds, que desde las propias instancias centrales
parece que se admitirfa este carécter vinculante, en tanto el Ministro para las Adminis-
traciones Publicas, sefior Almunia, tuvo ocasién de afirmar en la sesién informativa
de la Comisién mixta para las Comunidades Europeas de 3 de febrero de 1987 que
«en cualquier caso seria a las Comunidades Auténomas a quienes corresponderfa
decidir c6émo se encuentra representado el interés de cada una de las Comunidades
Auténomas y de la suma de todas ellas a través de ese 6rgano unipersonal del Obser-
vador» (loc. cit., pag. 2280). _

(79) En la cldusula 7, pardgrafo 1, del Proyecto de Convenio se dispone expresa-
mente que «El Observador y el Observador adjunto... dependerin del Embajador
Representante permanente de Espafia ante las Comunidades Europeas», y ello en la
misma medida en que, con caricter general, se dispone en el art. 5.1 del R. D. 260/
1986, de 17 de enero, por el que se crea la Representacién permanente de Espafia
ante las Comunidades Europeas, que «Del Embajador representante permanente y del
representantc permanente adjunto dependerén los Consejeros, Secretarios de Emba-
jada y Agregados (que se estimen necesarios para el desempefio de las funciones de
la representacién permanente...). Sobre la necesidad, en términos generales, de esta
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~A) Las funciones del Observador

.La presencia del Observador de las Comunidades Auténomas en el seno
de la Representacién Permanente de Espaiia ante las Comunidades Europeas
y desde aqui en las distintas delegaciones estatales negociadoras habrd de
servir, en primer lugar, y como ya adelantamos, para asegurar el flujo de
informacién que las Comunidades Auténomas necesitan sobre los proyectos
normativos y las propuestas de planificacién de politicas comunitarias que
afecten a sus competencias e intereses autonémicos-(80).

Ciertamente, aparte de la informacién que el organismo de coordinacién
de las Comunidades Auténomas debera recibir de las instancias centrales
sobre los asuntos comunitarios, la presencia de representantes autonémicos
en los distintos 6rganos comunitarios, permitiria ofrecer una mdas amplia,
pronta y permanente informacién a los entes autonémicos; trasladando aqui
las consideraciones hechas a este respecto por Malanzuck (81), en torno al
modelo aleman, y por relacién, pues, a los Linder, esa informacién que los
entes autonémicos recibirian directamente desde los medios comunitarios
no sélo les permitiria, en efecto, formar una mas rdpida opinién sobre los
proyectos normativos comunitarios —incluso antes de que se produjese la
informacién desde las instancias centrales, pudiendo controlar, asi, mds
eficazmente la politica del Gobierno central al respecto—, sino también
conocer las lineas generales de desarrollo que se producen a nivel comunita-
rio en la medida en que los representantes autonémicos por sus contactos
directos con los distintos 6rganos comunitarios tendrian acceso a todos los
documentos, informes y programas de los mismos. En cualquier caso, el

dependencia, en orden a alcanzar los objetivos de unidad de accién y coordinacién
que se persiguen en el seno de la Representacién Permanente, ver GONZALEZ SANCHEZ:
op. cit., pag. 704,

(80) El reconocimiento de esta funcién de informacién cabria deducirlo de la
cléusula 7, pardgrafo 3, del Proyecto de Convenio al disponerse que «El Observador
y el Observador adjunto de las Comunidades Aut6nomas, sin perjuicio de su depen-
dencia del Embajador Representante Permanente de Espafia ante.las Comunidades
Europeas, podrd remitir informes y documentacién relacionados con sus actividades al
organismo coordinador de las Comunidades Auténomas».

(81) MALANCZUK: op. cit., pégs. 256-257. Para un anélisis mas detallado sobre el
papel que el Observador de los Linder cumple a este respecto de acuerdo con la
regulacién contenida en ¢! Acuerdo de los Ministros-Presidentes de los Linder de 5 dc
julio de 1979, ver MORAWITZ: op. cit., pags. 110 y sigs.
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Observador y Observador adjunto en el cumplimiento de esta funcién no
deberd afectar la necesaria coordinacién que habrd de producirse entre la
Representacion Permanente y los 6rganos de la Adminstracién Central del
Estado encargados de las materias comunitarias, a cuyo efecto 'se exige, de
acuerdo con el art. 2.3 det R. D. 260/1986, de 17 de enero, que «las comu-
nicaciones oficiales de la representacién permanente con la Administracién
espafiola se canalizard(n) obligatoriamente por el Embajador Representante
Permanente a través del Ministerio de Asuntos Exteriores».

Mas, junto a una funcién de gran interés, sin duda, como ésta, hay que
seiialar que la integracién de un Observador y un Observador adjunto de
las Comunidades Auténomas en la Representacién Permanente de Espafia
en Bruselas ha de tener, sobre todo, por objeto permitirles participar, en el
marco de las delegaciones estatales, en el proceso de toma de decisiones
comunitario. Y ello en orden a procurar que durante los procesos negocia-
dores dichos representantes autonémicos contribuyan a marcar —velando
por los intereses regionales— los posibles perfiles y adaptaciones que la po-
sicién espaiiola deba sufrir por efecto del propio proceso negociador.

Si se busca, en efecto, que la figura del Observador se presente también
como expresién auténtica de una voluntad de colaboracién entre el poder
central y las Comunidades Auténomas, y no como el reflejo de una actitud
meramente voluntarista del Gobierno central en este campo, se ha de pro-
curar antes que moldear un mero «convidado de piedra» en el seno de la
Representacién Permanente de Espaiia, una figura dotada de una capacidad
de intervenci6n activa en el orden comunitario. :

Y en esta linea, ha de procurarse, ante todo, como ya vimos, que esta
participacién tenga lugar a lo largo de todo el complejo proceso de adop-
cién de decisiones comunitario, esto es, tanto durante la fase consultiva
‘como estrictamente decisoria. Lo que, en definitiva, implica una participa-
cién tanto en los distintos comités consultivos y grupos de trabajo creados
en apoyo de la Comisién y del Consejo de Ministros, como en el Comité de
Representantes Permanentes (COREPER) y en el propio pleno del Consejo,
ademas de en aquellos otros érganos que contribuyen también a la forma-
ci6én de la voluntad comunitaria y en los que se exprese también la opini6én
del Estado.

En este punto, el Proyecto de Convenio espaiiol recoge en buena medida
estas aspiraciones, al disponerse en la clausula 7, pfo. 4, que «El Observa-
dor y Observador adjunto podran asistir, siempre en calidad de miembros
de las correspondientes delegaciones espaiiolas, a las reuniones de trabajo de
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los comités y. grupos constituidos en el seno del Consejo de Ministros y de la
Comisién de las Comunidades Europeas, previa autorizacién del Embajador
Representante Permanente». Cabria, con todo, deducir de este péarrafo que
dicha asistencia no se extiende a las sesiones del COREPER y del propio
pleno del Consejo de Ministros, lo que, sin duda, recortaria seriamente los
objetivos que se persiguen al impedir la participacién del Observador en la
fase auténticamente decisoria (82); no previéndose tampoco la participacién
de los representantes autonémicos en aquellos otros 6rganos comunitarios
que contribuyen a la formacién de la voluntad comunitaria y en los que las
Administraciones nacionales tienen también la posibilidad de emitir su
parecer (83).

Pero, ademds, esta capacidad de intervencién ha de ser concebida, como
decimos, desde la perspectiva de una participacién auténticamente activa, en
orden a procurar que durante los procesos negociadores dichos represen-
tantes autonémicos contribuyan a marcar —velando por los intereses regio-
nales— los posibles perfiles y adaptaciones que la posicién espaiiola deba
sufrir por efecto del propio proceso negociador; enfoque del que parece
partirse en el Proyecto de Convenio al admitirse que el Observador y el
Observador adjunto podrén formular sus puntos de vista, aunque, en iltima

(82) En esta misma lfnea ha destacado Pérez Gonzailez la impresién negativa que
le merece «la previsién que restringe la asistencia de dichos representantes auton6mi-
cos cualificados a las reuniones de los comités y grupos de trabajo de los dos ejecuti-
vos comunitarios con exclusién, por tanto, de su presencia en el pleno del Consejo
e incluso tal vez del COREPER» (op. cit., pdg. 339). Vid. en igual sentido, MANGAS
MARTIN: op. cit, pag. 262.

En la contrapropuesta catalana al primer Proyecto de Convenio se disponia en su
art. 6, pfo. 1, que: «El Delegado de las Comunidades Auténomas para asuntos europeos
asistird o nombrar4 representantes que asistan a las reuniones de todos los organismos
dependientes del Consejo de Ministros de la Comunidad, incluido el Comité de Repre-
sentantes permanentes, formando parte de la representacién de Espafia, siempre que
estos 6rganos deliberen o trabajen sobre asuntos comprendidos en el art. 2 dél presente
Convenio».

(83) En la contrapropuesta catalana al primer Proyecto de Convenio se partia,
por el contrario, de una capacidad de participacién abierta a todos los 6rganos comu-
nitarios al disponerse en el art. 6, pfo. 2, que: «En los mismos términos y supuestos
el Delegado adjunto formard parte o estard representado en las reuniones o actividades
de cualquier clase en que sc haya de emitir la opinién oficial de Espafia que contribuya
a la formacién de la voluntad normativa comunitaria en el 4mbito de las competencias
de la Comisién o de cualquier otro 6rgano de las Comunidades Europeas que no sea
el Consejo de Ministros».
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instancia, éstos no puedan ser distintos de los que adopte la delegacién
espafiola de la que formen parte (84).

Finalmente, cabe sefialar que la presencia y participacién del Observador,
tanto en las reuniones del organismo de coordinacién interautonémico como
en los 6rganos mixtos de encuentro entre las CC. AA. y el Gobierno Central,
vendria a facilitar también tanto la capacidad de conformacién de la opinién
de las Comunidades Auténomas (en los distintos asuntos comunitarios que
les afecten mas directamente) —por el conocimiento més vivo y directo que
de las cuestiones comunitarias tendrd éste—, como la mejor comprensién
por su parte de las instrucciones negociadoras que reciban los representan-
tes espafoles (85).

B) El Observador como drgano unipersonal

Pero la figura del Observador y Observador adjunto, en tanto que érga-
nos de naturaleza unipersonal, plantea, ademas, la cuestién de determinar
si esas dos personas, como representantes y, por tanto, sintetizadores, de las
voces de todas las Comunidades Auténomas, serdn capaces de interpretar las
tan diversas singularidades y especificidades que representan las distintas
Comunidades Auténomas (86).

(84) Ver cldusula 7, pfo. 4 (in fine), del Proyecto de Convenio. Ya destacamos més
atrds que esa participacién activa no podrd, desde luego, traducirse en el hecho de
que los representantes autonémicos pudiesen disponer de una voz separada de la del
Estado que les permitiese formular puntos de vista distintos de los de aquél y en
cuanto tal; se trata, por el contrario, de que los representantes autondémicos puedan
contribuir a marcar el proceso negociador, pero en cuanto que miembros de la delega-
cién espafiola. .

(85) Sobre el supuesto alemén y la participacién del Landesbeobachter en la Con-
ferencia de Presidentes y en los 6rganos mixtos, ver MALANCZUK: op. cif., pag. 256. En
el Proyecto de Convenio presentado por Catalufia como contrapropuesta al Proyecto
de Convenio del Gobierno de 1985 se disponia que el Delegado de las Comunidades
Auténomas para asuntos europeos y el Delegado adjunto (equivalentes a la figura del
Observador y del Observador Adjunto) integraban siempre la Delegacién de las
Comunidades Auténomas para asuntos europeos (art. 4).

(86) Ver a este respecto las declaraciones realizadas por algunos grupos parla-
mentarios durante la sesién informativa de la Comisién Mixta para las Comunidades
Europeas de 3 de febrero de 1987, en la que se debatié el Proyecto de Convenio
(loc. cit., p4g. 2287).
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Bien es cierto, hay que recordar una vez mds, que el medio donde los
intereses de las distintas Comunidades Auténomas han de quedar reflejados
y sintetizados a través de una posicién unitaria de las mismas en aquel
organismo de coordinacién interautonémico, no siendo necesario ni con-
veniente que esa representacién de todas las Comunidades Auténomas sc
traslade a Bruselas. Mas no es menos cierto, como ya hemos advertido tam-
bién, que si el Observador debe desempeiiar, en el seno de las delegaciones
estatales, un papel activo durante el proceso negociador —contribuyendo
a determinar los posibles perfiles o matices que deba sufrir la posicién es-
pafiola—, parece a todas luces dificil que, a tenor de la diversidad de espe-
cificidades regionales, esa persona pueda por si sola interpretar y redefinir
los intereses autonémicos durante esa fase de rearticulacién de la posicién
estatal. .

Razé6n por la cual entendemos que el Observador y el Observador ad-
junto, aun como érganos unipersonales, deberian poder contar con un equipo
de colaboradores, cuya configuracién habria de venir presidida por el objetivo
de hacer representar en el mismo no a todas y cada una de las Comunidades
Auténomas, sino a las distintas singularidades y especificidades que repre-
sentan éstas (Comunidades de montaiia, de litoral, periféricas, fronterizas,
etcétera); equipo, por tanto, capaz de contribuir, desde su asesoramiento al
Observador y Observador adjunto, a una mejor orientacién de las negocia-
ciones desde la perspectiva de los intereses regionales (87).

Pero es que, ademds, la necesidad de que el Observador cuente con este
equipo de personas viene dada por razones estrictamente operativas; esto
en orden a facilitar que realmente estos representantes de las Comunidades
Auténomas puedan participar efectivamente en los multiples comités y gru-
pos de trabajo comunitarios en los que se debatan asuntos afectantes a los
intereses regionales. ’

(87) Ello con independencia de aquellos casos en que seria oportuno integrar
también en el seno de las delegaciones negociadoras una representacién autonémica
ad hoc; concretamente cuando las competencias exclusivas o los intereses de alguna o
algunas Comunidades Auténomas se hallen particularmente afectadas por concretos
proyectos normativos comunitarios. Y ello en la linea del modelo alemén, al haberse
previsto en la ya referida Carta del Canciller federal de 1979 que «si la medida pro-
yectada se refiere a una competencia exclusiva de los Liinder, el Bund, cuando sea
requerido para ello y siempre que-le sea posible, convocara a dos representantes de
los Linder a las negociaciones en los érganos deliberantes de la Comisién y del Con-
sejo» (Ver MORAWITZ: op. cit, pag. 142, y MALANCZUK: op. cit., pags. 250-251).
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JORGE PUEYO LOSA

Si el nimero de personas que integran la Representacién Permanente de
Espaia en Bruselas resulta incluso reducido —como se ha-reconocido desde
las instancias centrales— para cubrir simplemente la presencia diaria en
los innumerables comités, reuniones, consejos y grupos de trabajo que fun-
cionan diariamente y donde se estdn tomando decisiones (88), parece, sin
duda, ridiculo pensar que s6lo el Observador y el Observador adjunto
representados, respectivamente, en la figura de una tinica persona puedan
estar presentes en todos aquellos drganos comunitarios en los que se deba-
tan, como decimos, asuntos afectantes a los intereses de las Comunidades
Auténomas.

La figura del Observador, aun como 6rgano unipersonal de representa-
cién de las Comunidades Auténomas, necesita, en efecto, de un equipo de
personas capaces de desplegarse para actuar en su nombre en esos distintos
foros comunitarios. Posibilidad ésta que vendria a contemplarse en la contra-
propuesta catalana al primer Proyecto de Convenio, al disponerse en el ar-
ticulo 6 de la misma la posibilidad de que el Delegado de las Comunidades
Auténomas pueda nombrar representantes que asistan a las reuniones de
los distintos 6rganos comunitarios (89).

'V. CONSIDERACIONES FINALES

Tal como ya destacdbamos al principio de estas reflexiones, si la cola-
boracién entre los distintos niveles de poder se presenta como un principio
de capital importancia en un Estado de estructura compleja como el nuestro,
su reconocimiento alcanzard un particular interés en la esfera de la accién
exterior del Estado, y, cémo no, en un dmbito como el de los asuntos comu-
nitarios; reconocimiento que no ha de responder a un puro voluntarismo,
sino expresarse en la formulacién de técnicas y procedimientos auténtica-
mente operativos.

(88) Ver las declaraciones del Ministro para las Administraciones Publicas, sefior
Almunia, durante la sesién informativa de la Comisién Mixta para las Comunidades
Europeas de 3 de febrero de 1987 (loc. cit., pig. 2294).

(89) Esta idea parece encontrar también el apoyo de las instancias centrales del
Estado, al haberse admitido expresamente por el Ministro para las Administraciones
Piblicas que el hecho de que «sea uno el Observador no quiere decir que sea una
sola persona: es un 6rgano unipersonal que, 1égicamente, después tendrd necesidad
de un equipo —pienso aue no muy grande—; pero un minimo equipo de colaborado-
res, cuya procedencia territorial no creo que deba ser decidida por el Gobierno, sino
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SOBRE EL PRINCIPIO Y LOS MECANISMOS DE COLABORACION...

- Ahora bien, hasta el presente, y pese a esa inicial voluntad politica por
parte del Gobierno central, €l principio de colaboracién no se ha traducido
todavia en la institucionalizacién de procedimientos y técnicas de coopera-
cién permanente entre ambas instancias de poder, tal como lo demuestra el
estado de letargo —transcurridos ya casi tres afios desde su elaboracién—
en que se encuentra el Proyecto de Convenio entre el Gobierno de la Nacién
y las Comunidades Auténomas sobre cooperacién en asuntos relacionados
con las Comunidades Europeas. Convenio cuya adopcién, con las matiza-
ciones apuntadas, contribuiria a superar estados de tensién y conflictos entre
el Gobierno central y los entes autonémicos (90), asi como a zanjar, en ex-
presién de Remiro Broténs; «asilvestradas diplomacias paralelas».

que debera ser objeto de una discusién y de un pacto entre las propias Comunidades
Auténomas para establecer cémo se puede votar o cémo se puede sentir cada uno
representado en un 6rgano unipersonal y en su propio equipo de colaboradores». Se-
sién informativa de la Comisién Mixta para las Comunidades Europeas de 3 de febrero
de 1987 (loc. cit., pag. 2289).

En esta linea ha advertido Malanczuk, por relacién a la figura del Observador de
los Liander (Lindesbeobachter), que un Gnico Observador tendr4, ciertamente, grandes
dificultades para poder asistir & todas las reuniones en que su presencia sea necesaria
para cumplir adecuadamente sus objetivos. Mas, aun a pesar de que en octubre de
1979 el Parlamento béavaro sugirié la conveniencia de nombrar varios Observadores,
dicha mocién seria inmediatamente retirada ante la amenaza del Gobierno Federal
de entorpecer las negociaciones sobre el nuevo procedimiento de los Linder (op. cit.,
pag. 257).

(90) No hay que olvidar que el alcance y contenido especifico del principio de
colaboracién en el dmbito de los asuntos relacionados con las Comunidades Europeas
podrfa expresarse a través tanto de la via convencional como de la legislativa, pues no
creemos que, en principio, una resulte técnicamente mdas eficaz que la otra. Bien es
cierto que la técnica convencional ha sido calurosamente defendida desde ciertos secto-
res doctrinales, habiéndose apuntado a este respecto por Mangas Martin que «debe
mantenerse el objetivo de alcanzar todo ello en un Convenio y no a través de una Ley,
como pretenden sectores administrativistas, que —aun en el caso de ser consensuada
con las CC. AA— seria un mecanismo imperativo y revisable al gusto de las cambian-
tes mayorias parlamentarias» (op. cit., pag. 262). Pero entendemos a este respecto, con
Pérez Gonzélez, que tanto la técnica del texto convencional como la del instrumento
«impositivo» representado por la ley estatal -estdn igualmente sujetos a la ley de la
coyuntura politica, en cuanto el propio Proyecto prevé en su cldusula final la posibili-
dad de su revisién al cabo de cinco afios de vigencia a propuesta del Gobierno o de
cualquier Comunidad Auténoma (op. cit., pag. 337, nota 220). Hay que admitir, con
todo, que si hasta el presente la técnica convencional no s¢ ha revelado como la més
eficaz en orden a formalizar los mecanismos de colaboracién entre ¢l Gobierno de la
Nacién y las Comunidades Auténomas, deberia pensarse ya en la conveniencia.de
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Ademds, la puesta en marcha de un Convenio como éste seria la prueba
mds palpable de que la relacidn, como deciamos al principio, entre esos dos
fenémenos o dindmicas de dispersién y concentracién de poder es posible
concebirla desde una perspectiva de complementariedad y armonia antes que
de antagonismo.

Bien es cierto que, frente a cualesquiera posiciones maximalistas y ex-
tremas, Europa no se puede construir buscando superar las estructuras esta-
tales. Pero también es cierto, como recuerda Del Arenal (91), que Europa
nunca ha sido, ni es, ni deberé ser exclusivamente la Europa de los Estados,
Europa es también la Europa de las Regiones, con toda su diversidad y
riqueza, lo que supone que los Estados deben aceptar ese hecho y abrir cau-
ces de participacién a las estructuras regionales.

recurrir a otras vias. Pudiendo ser de interés, al menos, una reapertura del proceso
a través de las cdmaras legislativas, mediante concretamente una nueva formulacién
de proposiciones no de ley como la presentada en su dia por la Agrupacién de Izquier-
da Unida-Esquerra Catalana, «relativa a procesos y decisiones que afectan a la estruc-
tura del Estado de las Autonomfias para el ingreso de Espafia en la CEE» (cit. supra,
nota).

(91) C. pEL ARENAL MovYUA: «Las Regiones en el proceso de construccién politica
de Europa», Las Regiones y LEuropa: Euskadi, cit., pig. 29.

74



THE PRINCIPLE AND MECHANISMS OF COOPERATION BETWEEN THE
CENTRAL GOVERNMENT AND THE AUTONOMOUS REGIONS IN EUROPEA
COMMUNITY AFFAIRS '

ABSTRACT

If cooperation between the central and autonomous regional governments is to
be regarded as a fundamental principle in the effective running of a State as complex
as ours, it should be recognized and recognition and function effectively in boht the
sphere of the State’s foreign activity as well as in the order of Community affairs
provided that the system of responsibilitics between each level of power is not affec-
ted in the determination of the State’s posture during the process of Community
decision making.

The participation of the Autonomous Regions in the planning of the State posi-
tion on Community affairs may be taken as a basic right in this context. It would
thus be desirable for the concurrence of Autonomous bodies to be expressed through
the institutionaliation of permanent State-Regional cooperative devices, apart from any
merely sporadic concessions. This could be achieved through institutions and opera-
tive techniques which could coordinate integrated lines of actions of the whole State
in the Community,

In the context of this general framework, we wish to stress our view that the
right of the Autonomous Regions to participate is a responsibility which, while
possibly figuring in the Statutes of the Autonomous Regions, is generally unable to
be covered in the actual distribution of responsibilities. It is a formal responsibility
which only affects the running of the system itself, permitting each mechanism capable
of absorbing the principle of collaboration through assistance, coordination and coope- -
ration to be formalized at any time by both levels of power.

Furthcrmore, in order 1o ensurc scrupulous fair play in the division of respon-
sibilities as set out in the Constitution, the participation of the Autonomous Regions
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should be moulded around a technique of cooperation with the central government,
instead of techniques such as coordination where the final planning of the State
position is exclusively in the hands of the central power. The suggested model would
involve a joint exercise of responsibilities between the central government and the
Autonomous Regions, thus permitting both levels of power to participate in the one
decision-making process.

During this strictly internal phase, the Autonomous Regions would participate in
the formulation of the will of the State. The Autonomous bodies would also need to
be actively involved in the complex process of Community decision-making through
an adequate representation on the State negotiating delegations. If the national posi-
tion is to be flexible enough to provide the State representatives with room for
adjustment according to the requirements of the debates and the Community nego-
tiations, it would seem advisable for the Autonomous Regions to also participate
directly in the determination of the profiles or fine adjustments of the State position.
This would ensure an adequate defence of the regional interests, and also facilitate
the procurement of current information on Community affairs by the Autonomous
bodies.

In spite of the initial good will of the Central Government, the principal of coope-
ration has noth yet to become manifest in the institutionalization of procedures or
techniques of collaboration between the two levels of power. The lethargic state of
the Draft Agreement between the National Government and the Autonomous Regions
on cooperation in European Community affairs, drawn up in 1986, is proof of this.
Once the agreement is enacted, after overcoming thc ambiguities and limitations of
some points, it will contribute to avoid tense situations and conflicts between the
Central Government and the Autonomous bodies which may arise.
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SUR LE PRINCIPE ET LES MECANISMES DE COLLABORATION ENTRE LE
GOUVERNEMENT CENTRAL ET LES COMMUNAUTES AUTONOMES DANS
DES QUESTIONS EN RELATION AVEC LES COMMUNAUTES EUROPEENNES

RESUME

Si la collaboration entre les niveaux du pouvoir central et des pouvoirs autono-
mes se présente comme un principe d’une importance capitale dans un Etat de struc-
ture “complexe comme le nétre, dans la recherche de son fonctionnement efficace,
sa reconnaissance ct son exercice effectif attcindront un interérét particulier dans le
domaine de I'action extérieure de I’Etat et, naturellement, quant aux affaires commu-
nautaires, attendu que le systeme de répartition des compétences qui se produit entre
les différents niveaux de pouvoir ne devrait pas se voir affecté & I'heure de déterminer
la position que I’état devra défendre pendant le processus d’adoption de décisions
dans le domaine de la Communauté Européenne.

Et dans ce sens, et partant de la base que la participation des Communautés
autonomes dans les processus de planification par I’Etat de ses positions sur les
questions communautaires doit se concevoir comme un droit authentique de celles-ci,
il serait souhaitable que ce concours des organes autonomes s’exprime au-dessus de
toute concession purement sporadique, dans l'institutionnalisation des mécanismes de
collaboration permanente entre le pouvoir central et les pouvoirs autonomes, par
lintermédiaire d’organes et de techniques opératifs ol se fixeraient les lignes de
I’action intégrée de l’ensemble de I’Etat sur le plan communautaire.

Conformément a ces réflexions générales nous avons voulu souligner, avant tout,
que ce droit de participation des Communautés autonomes se présente & nous comme
une compétence qui, bien qu'elle et pu avoir été exprimée expressément dans les
différents statuts d’autonomie, ne constitue pas, en termes généraux, une compétence
matérielle insérable dans le régime de répartition des compétences, mais une compé-
tence formelle, qui intéresse seulement l'exercice, le fonctionnement du systeéme lui-
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méme, ce qui permet aux différents mécanismes ol peut déboucher le principe de
collaboration -—aide, coordination, coopération— de pouvoir étre stipulés a tout
moment par les deux instances de pouvoir.

En outre, et pour assurer le respect scrupuleux du jeu de répartition des compé-
tences exposé par le bloc de la constitution, cette participation des Communautés
autonomes devrait se faire —en face de techniques (comme celle de la coordination)
qui laissent la planification, fin de la position de I’Etat, uniquement et exclusivement
dans les mains du pouvouir central— autour d’une technique de coopération avec le
pouvoir central, ce qui entraine un exercice commun, un co-exercice des compétences
qui correspondraient a VEtat-pouvoir central et aux Communnautés autonomes_ de
telle maniére que les deux instances interviendraient dans un seul processus de dé-
cision.

Et & cOté de cette phase d'ordre strictement intérieur, pendant laquelle les Com-
munautés autonomes participeraient & Ja formation de la volonté de I’Etat, il est im-
portant aussi que les organes autonomes interviennent activement et par une repré-
sentation adéquate au sein des délégations de I’Etat chargées de négocier, dans le
processus complexe d’adoption de décisions communautaire. Car, si la position na-
tionale doit étre fixée avec une certaine marge de souplesse pour que les représen.
tants de U'Etat puissent, au moment voulu, 'ajuster au déroulement des débats et des
négociations menées dans le cadre des instances communautaires, il semble opportun
que les Communautés autonomes puissent participer aussi directement a la détermi-
nation de ces profils ou des nuances que devra subir la position de 'Etat en matiére
de défense adéquate des intéréts régionaux. Cette participation directe servirait aussi
a donner une information rapide que les organes autonomes devront avoir sur les
questions communautaires. S

Or, jusqu’a ce jour, et malgré une volonté politique initiale du Gouvernement
central dans ce domaine, le principe de collaboration ne s’est pas encore traduit par
Finstitutionnalisation des procédés et des techniques de coopération permanente entre
les deux instances du pouvoir. C'est ce que démontre 1’état de léthargie ou se trouve
le Projet de Convention entre le Gouvernement de la Nation et les Communautés
autonomes sur la coopération dans les questions en rapport avec les Communautés
européennes, élaboré par le Gouvernement central en 1986, une convention dont
Padoption —une fois les ambiguités et les limitations qu'on observe dans quelques-
uns de ces point surmontées— contribuerait a depasser les états de tension et de
conflit entre le gouvernement central et les organes autonomes.
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